ANTE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS EN LOS QUE INTERVIENEN DEFENSORES PÚBLICOS INTERAMERICANOS

1. Caso Nº 12.539: Sebastián Claus Furlán y familia vs. Argentina
	Nombre
	Sebastián Claus Furlán y familia vs. Argentina (Caso Nº 12.539)

	Defensores Interamericanos designados
	Dra. María Fernanda López Puleio (Argentina) [image: image1.jpg]



Dr. Andrés Mariño López (Uruguay) [image: image2.jpg]




	Situación procesal actual 
	Remisión a la Corte IDH
	15 de marzo de 2011
	Ver informe de fondo

	
	Designación de DPIs
	25 de abril de 2011

	
	Remisión del ESAP 
	26 de julio de 2011

	
	Audiencia de fondo
	27 de febrero de 2012
	Ver webcast

	
	Alegatos finales escritos
	28 de marzo del 2012

	
	Sentencia de fondo
	31 de agosto de 2012
	Ver texto completo

	Hechos del caso
	La Corte determinó que, cuando tenía 14 años, Sebastián Furlan sufrió un accidente al ingresar a un predio cercano a su domicilio, propiedad del Ejército Argentino. Una vez en el predio, el menor de edad, mientras jugaba, intentó colgarse de un travesaño, lo que llevó a que la pieza de aproximadamente 45 o 50 kilogramos de peso cayera sobre él, golpeándole con fuerza la cabeza y ocasionándole pérdida instantánea del conocimiento. El accidente implicó una serie de consecuencias físicas y mentales para Sebastián Furlan. 

En la Sentencia, la Corte tuvo en cuenta el modelo social para abordar la discapacidad, lo cual implica que la discapacidad no se define exclusivamente por la presencia de una deficiencia física, mental, intelectual o sensorial, sino que se interrelaciona con las barreras o limitaciones que socialmente existen para que las personas puedan ejercer sus derechos de manera efectiva. 

Además, el Tribunal estableció que las autoridades judiciales a cargo del proceso civil por daños y perjuicios y del cobro de la indemnización excedieron el plazo razonable, toda vez que no actuaron con la debida diligencia y el deber de celeridad que exigía la situación de vulnerabilidad en la que se encontraba Sebastián Furlan. Asimismo, no se respetó el derecho de Sebastián Furlan a ser oído y tampoco intervino el “asesor de menores e incapaces”, garantía establecida en el derecho interno para este tipo de casos. Todo lo anterior implicó la vulneración del derecho a las garantías judiciales. 

Asimismo, la Corte indicó que la ejecución de la sentencia que otorgó la indemnización a Sebastián Furlan no fue efectiva y generó la desprotección judicial del mismo, por cuanto las autoridades administrativas nunca tuvieron bajo consideración que, al aplicarse la modalidad de pago establecida en la Ley 23.982 de 1991, se disminuía en forma excesiva el insumo económico que recibió Sebastián Furlan para una adecuada rehabilitación y mejores condiciones de vida teniendo en cuenta su situación de vulnerabilidad. 

Por otra parte, se declaró la vulneración del derecho a la propiedad, por cuanto la Corte consideró que, en las circunstancias específicas del caso concreto, el no pago completo de la suma dispuesta judicialmente en favor de una persona pobre en situación de vulnerabilidad exigía una justificación mucho mayor de la restricción del derecho a la propiedad y algún tipo de medida para impedir un efecto excesivamente desproporcionado. 

Igualmente, el Tribunal estableció que existió una discriminación de hecho asociada a las violaciones de garantías judiciales, protección judicial y derecho a la propiedad. Además, teniendo en cuenta el impacto que la denegación al acceso a la justicia tuvo en la posibilidad de acceder a una adecuada rehabilitación y atención en salud, la Corte consideró que se encontraba probada, a su vez, la vulneración del derecho a la integridad personal en perjuicio de Sebastián Furlan. 

	Agosto de 2018

	El Estado realizó una nueva solicitud de prórroga a fin de expedirse sobre las propuestas realizadas por los DPIs en la reunión mantenida con el Director de Asuntos Jurídicos y Negociación Internacional del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación. La solicitud fue rechazada por la Corte IDH por tratarse de la sexta requerida. Sin embargo, a la fecha no se recibió ninguna propuesta alternativa. En virtud del tiempo transcurrido en etapa de supervisión de sentencia, se solicitó a la Corte IDH la convocatoria a una audiencia de supervisión. Pedido que se encuentra pendiente de resolución. 
 


 

2. Caso Nº 11.618: Oscar Alberto Mohamed vs. Argentina
	Nombre
	Oscar Alberto Mohamed vs. Argentina (Caso 11.618)

	Defensores Interamericanos designados
	Dr. Gustavo Vitale (Argentina) [image: image3.jpg]



Dr. Marcelo Torres Bóveda (Paraguay) [image: image4.png]




	Situación procesal actual 
	Remisión a la Corte IDH
	13 de abril de 2011
	Ver informe de fondo

	
	Designación de DPIs
	16 de septiembre de 2011

	
	Remisión del ESAP 
	28 de marzo de 2012

	
	Audiencia de fondo
	20 y 21 de junio de 2012
	Ver webcast

	
	Alegatos finales escritos
	23 de julio de 2012

	
	Sentencia de fondo
	23 de noviembre de 2012
	Ver texto completo
	

	
	Resolución Archivo del Caso 
	13 de noviembre de 2015
	Caso cerrado. 
Ver Resolución
	

	Hechos del caso
	Los hechos de este caso se refieren, en esencia, a la condena penal del señor Oscar Alberto Mohamed como autor del delito de homicidio culposo, quien fue condenado por primera vez en segunda instancia por un tribunal que revocó una decisión absolutoria de primera instancia. 

Para pronunciarse sobre si al señor Mohamed se le violó el derecho a recurrir del fallo, la Corte primeramente se refirió al alcance y contenido del derecho y sostuvo, inter alia, que debe ser garantizado a todo aquél que es condenado, incluyendo a quien es condenado mediante una sentencia que revoca una decisión absolutoria. 

La Corte estableció que el ordenamiento jurídico aplicado al señor Mohamed no preveía ningún recurso penal ordinario de impugnación de la sentencia condenatoria de segunda instancia, sino únicamente un recurso extraordinario federal y un posterior recurso de queja. La Corte consideró que el referido recurso extraordinario no constituye un medio de impugnación procesal penal y que las causales para la procedencia de dicho recurso están limitadas a la revisión de cuestiones referidas a la validez de una ley, tratado, norma constitucional o a la arbitrariedad de una sentencia, y excluye las cuestiones fácticas y probatorias, así como de derecho de naturaleza jurídica no constitucional. Al respecto, la Corte concluyó que el sistema procesal penal argentino aplicado al señor Mohamed no garantizó normativamente un recurso ordinario accesible y eficaz que permitiera un examen de la sentencia condenatoria contra el señor Mohamed, en los términos del artículo 8.2.h de la Convención Americana. Adicionalmente, el Tribunal concluyó que el recurso extraordinario y el de queja no constituyeron en el caso concreto recursos eficaces para garantizar el derecho a recurrir del fallo condenatorio. 

Asimismo, la Corte concluyó que la inexistencia de un recurso judicial que garantizara la revisión de la sentencia de condena del señor Mohamed y la aplicación de unos recursos judiciales que tampoco garantizaron tal derecho implicaron un incumplimiento del Estado del deber general de adecuar su ordenamiento jurídico interno para asegurar la realización del derecho a recurrir del fallo, así como de la obligación de respetar y garantizar los derechos. 

 Respecto a la alegada violación al principio ne bis in idem, el Tribunal indicó que el señor Mohamed no fue sometido a dos juicios o procesos judiciales distintos sustentados en los mismos hechos, por lo que concluyó que el Estado no violó el artículo 8.4 de la Convención Americana, el cual reconoce dicho principio. 

 Finalmente, en relación con la alegada violación del principio de legalidad, la Corte consideró que las cuestiones planteadas tratan asuntos penales que corresponde sean examinados por el tribunal superior que debe conocer del recurso contra el fallo condenatorio del señor Mohamed. 

Por ende, la Corte no estimó pertinente determinar si las consideraciones relativas a los 2 fundamentos jurídicos de la sentencia condenatoria para completar el tipo penal de homicidio culposo implican o no una vulneración del principio de legalidad. 

Por último, el Tribunal ordenó al Estado, entre otras, las siguientes medidas de reparación: i) adoptar las medidas necesarias para garantizar al señor Oscar Alberto Mohamed el derecho de recurrir del fallo condenatorio emitido por la Sala Primera de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional el 22 de febrero de 1995; ii) adoptar las medidas necesarias para que los efectos jurídicos de la sentencia condenatoria emitida por la Sala Primera de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional el 22 de febrero de 1995, y en especial su registro de antecedentes, queden en suspenso hasta que se emita una decisión de fondo garantizando el derecho del señor Oscar Alberto Mohamed a recurrir del fallo condenatorio; iii) realizar las publicaciones indicadas en la Sentencia; y iv) pagar las cantidades fijadas en la Sentencia, por concepto de indemnización por daño material e inmaterial, y por el reintegro de costas y gastos. Asimismo, la Corte ordenó al Estado reintegrar al Fondo de Asistencia Legal de Víctimas de la Corte Interamericana de Derechos Humanos la suma erogada durante la tramitación del presente caso. 
Por resolución de fecha 13 de noviembre de 2015, la Corte IDH dio por cumplida la sentencia y archivó el caso.


3. Caso No. 12.474: Familia Pacheco Tineo vs. Bolivia
	Nombre
	Familia Pacheco Tineo vs. Bolivia (Caso No. 12.474)

	Defensores Interamericanos designados
	Dr. Roberto Tadeu Vaz Curvo (Brasil) [image: image5.jpg]



Dr. Gustavo Zapata Baez (Paraguay) [image: image6.png]




	Situación procesal actual 
	Remisión a la Corte IDH
	21 de febrero de 2012
	Ver informe de fondo

	
	Designación de DPIs
	23 de abril de 2012

	
	Remisión del ESAP 
	14 de julio de 2012

	
	Audiencia de fondo
	22 de marzo de 2013 
	Ver webcast

	
	Alegatos finales escritos
	18 y 19 de abril de 2013

	
	Sentencia de fondo
	25 de noviembre de 2013
	Ver texto completo

	
	Resolución Archivo del Caso 
	17 de abril de 2015
	Caso cerrado. 

Ver Resolución

	Hechos del caso
	Los hechos del caso se refieren a la devolución de la familia Pacheco Tineo en febrero de 2001 como consecuencia del rechazo de la solicitud de reconocimiento del estatuto de refugiados en Bolivia. Esta solicitud fue resuelta desfavorablemente en horas, de manera sumaria y en violación de las garantías de debido proceso.

El 23 de diciembre de 2013 la Corte Interamericana hizo pública la Sentencia de Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas del caso Familia Pacheco Tineo vs. Bolivia. En dicha sentencia, de fecha 25 de noviembre de 2013, la Corte declaró la responsabilidad del Estado por la violación de los derechos a las garantías judiciales, protección judicial, circulación y residencia, integridad personal y derechos del niño, en perjuicio de la familia Pacheco Tineo.

El caso se relaciona con la expulsión de los miembros de la familia Pacheco Tineo de Bolivia, quienes habían ingresado a este Estado el 19 de febrero de 2001. Los hechos relevantes en este caso ocurrieron entre esa fecha y el 24 de febrero siguiente, días en los cuales las víctimas estuvieron en Bolivia en condición de migrantes en situación irregular y de solicitantes de reconocimiento del estatuto de refugiados. En ese lapso, autoridades migratorias realizaron gestiones administrativas dirigidas a su expulsión y decidieron que no considerarían su solicitud de asilo, luego de lo cual los expulsaron a su país de origen.

La Corte constató, por un lado, que el 21 de febrero de 2001 la Comisión Nacional del Refugiado (CONARE) determinó sumariamente que no consideraría la solicitud de determinación del estatuto de refugiado presentada por las víctimas, a quienes no dio audiencia ni oportunidad de expresar las razones de su solicitud. En este caso, el Estado tenía un deber especial de cautela, diligencia y precaución en la tramitación de la solicitud, en particular porque tenía información de que los solicitantes ya tendrían reconocida la condición de refugiados o residentes en un tercer Estado. Tal decisión no les fue notificada, lo cual les impidió conocer de su contenido y, en su caso, recurrir contra la misma.

Por otro lado, en relación con el procedimiento administrativo de expulsión por parte de autoridades del Servicio Nacional de Migraciones boliviano (SENAMIG), las víctimas no fueron formalmente notificadas de la apertura del mismo bajo el Régimen Legal de Migración. Así, la determinación de la procedencia de la expulsión fue de carácter sumario, sin darles audiencia y realizada dentro de un plazo irrazonablemente corto, sin valoración alguna sobre el país al cual correspondía trasladarlos. A pesar de que las autoridades migratorias bolivianas conocían que los miembros de la familia Pacheco Tineo contarían con reconocimiento del estatuto de refugiados o residentes en un tercer Estado, y con la posibilidad efectiva de ser trasladados a éste, la resolución de expulsión fue ejecutada inmediatamente y no les fue notificada, por lo que tampoco pudieron interponer los recursos administrativos y/o judiciales aplicables.

La Corte concluyó que la expulsión al país de origen de los miembros de la familia Pacheco Tineo resultó incompatible con el derecho de buscar y recibir asilo y con el principio de no devolución, reconocidos en los artículos 22.7 y 22.8 de la Convención Americana, así como con el derecho a ser oído con las debidas garantías en dichos procedimientos administrativos, en los términos del artículo 8 de la Convención Americana, y con el derecho a recurrir, en violación del derecho a la protección judicial, reconocido en el artículo 25 de la Convención.

Además, la Corte concluyó que, en esas circunstancias, y además por la retención de su documentación,

la detención ilegal y arbitraria de la señora Tineo Godos, la situación de grave incertidumbre y preocupación y la falta de información respecto de sus trámites, el Estado violó la integridad psíquica y moral de los miembros de la familia Pacheco Tineo, en los términos del artículo 5.1 de la Convención.

Por último, al constatar que los niños de la Familia Pacheco fueron expulsados junto con sus padres sin haber sido escuchados o considerados por las autoridades en esos procedimientos, en respeto de las garantías del debido proceso, la Corte concluyó que el Estado es responsable por la violación del derecho a la protección de los niños y de la familia, reconocidos en los artículos 19 y 17 de la Convención Americana, en perjuicio de los entonces niñas y niño Pacheco Tineo.

Por otra parte, la Corte estimó que el Estado no era responsable por la alegada violación del derecho a la integridad física, reconocido en el artículo 5.2 de la Convención Americana y que no correspondía analizar los hechos del caso bajo los artículos 9 y 2 de la Convención Americana. En cuanto a las reparaciones ordenadas, la Corte estableció que su Sentencia constituye per se una forma de reparación y, adicionalmente, ordenó al Estado: i) publicar el resumen oficial de la Sentencia elaborado por la Corte en el diario oficial y en un diario de amplia circulación nacional, y mantener la Sentencia en su integridad disponible por un período de un año en un sitio web oficial; ii) implementar programas permanentes de capacitación dirigidos a los funcionarios de la Dirección Nacional de Migración y Comisión Nacional de Refugiados, así como a otros funcionarios que en razón de sus funciones tengan contacto con personas migrantes o solicitantes de asilo; iii) pagar a las víctimas una indemnización como compensación por daños materiales e inmateriales ocasionados. 

El 4 de mayo de 2015, la Corte IDH notificó al DPI de la Nota 207, cuya Resolución se emitió el día 17 de abril de 2015, en relación con la Supervisión de la Sentencia del Caso de la Familia Pacheco por la que el Tribunal declaró que el Estado Plurinacional de Bolivia ha dado cumplimiento total a lo dispuesto en la sentencia.


4. Caso No. 12.167: Hugo Oscar Argüelles y otros vs. Argentina  
	Nombre
	Hugo Oscar Argüelles y otros vs. Argentina  (Caso No. 12.167)

	Defensores Interamericanos designados
	Dra. Clara Leite (Uruguay) [image: image7.jpg]



Dr. Gustavo Luis Vitale (Argentina) [image: image8.jpg]




	Situación procesal actual 
	Remisión a la Corte IDH
	29 de mayo de 2012
	Comunicado de Prensa CIDH

	
	Designación de DPIs
	20 de noviembre de 2012

	
	Remisión del ESAP 
	16 de febrero de 2013

	
	Audiencia de fondo
	27 de mayo de 2014 
	Ver webcast

	
	Alegatos finales escritos
	30 de junio de 2014

	
	Sentencia de fondo
	20 de noviembre de 2014
	Ver sentencia

	Hechos del caso
	Los hechos de este caso se refieren a la violación al derecho a la libertad personal y el derecho a un juicio justo en los procesos internos llevados adelante contra oficiales militares por el delito de fraude militar, en cumplimiento de las disposiciones del Código de Justicia Militar de Argentina entonces vigente. La CIDH concluyó que se violó el derecho a la libertad personal de las víctimas al mantenerlas en prisión preventiva por un período excesivo. Asimismo, la Comisión concluyó que el Código de Justicia Militar incluía ciertas provisiones que prima facie constituían una violación del derecho a un juicio justo y de acceso a la justicia. Dicho Código fue derogado posteriormente en el marco de una solución amistosa alcanzada en otro caso tramitado ante la CIDH.

La Corte IDH dictó la Sentencia de Excepciones Preliminares, Fondo y Reparaciones y Costas en fecha 20 de noviembre de 2014 y la notificó a las partes el día 15 de diciembre del corriente. En su sentencia declaró al Estado argentino responsable internacionalmente por la violación del derecho a la libertad personal y a la presunción de inocencia, del derecho a ser asistido por un defensor letrado de su elección, y de la garantía judicial del plazo razonable del proceso, respecto de las víctimas del caso.

La Corte IDH sostuvo que “una detención o prisión preventiva debe estar sometida a revisión periódica, de tal forma que no se prolongue cuando no subsistan las razones que motivaron su adopción”, y que el juez no tiene que esperar hasta el momento de dictar sentencia absolutoria para que una persona detenida recupere su libertad, sino que debe valorar periódicamente si las causas, necesidad y proporcionalidad de la medida se mantienen, y si el plazo de la detención ha sobrepasado los límites que imponen la ley y la razón”. Asimismo, el Tribunal señaló que “ante cada solicitud de liberación del detenido, el juez tiene que motivar aunque sea en forma mínima las razones por las cuales considera que la prisión preventiva debe mantenerse”, e incluso, “aun cuando medien razones para mantener a una persona en prisión preventiva, el período de la detención no debe exceder el límite de lo razonable conforme el artículo 7.5 de la Convención”. En consecuencia, la Corte IDH consideró que el Estado, al omitir valorar si los fines, necesidad y proporcionalidad de las medidas privativas de libertad se mantenían durante aproximadamente tres años, afectó la libertad personal de los acusados y, por tanto, violó los artículos 7.1 y 7.3 de la Convención Americana, en concordancia con el artículo 1.1 del mismo instrumento.

Con relación a la duración de la prisión preventiva, la Corte IDH afirmó que “se halla limitada, asimismo, por el principio de proporcionalidad, en virtud del cual una persona considerada inocente no debe recibir igual o peor trato que una persona condenada. El Estado debe evitar que la medida de coerción procesal sea igual o más gravosa para el imputado que la pena que se espera en caso de condena”. En consecuencia, la Corte consideró que en el caso, debido a que los acusados permanecieron en detención preventiva hasta 1987, se configuró un adelantamiento de la pena y se les privó de la libertad por un plazo desproporcionado respecto de la pena que correspondería al delito imputado (10 años), y por lo tanto, concluyó que se habían violado los artículos 7.1, 7.5 y 8.2 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento.

Asimismo, la Corte IDH afirmó que durante el período en que los acusados estuvieron detenidos preventivamente, era exigible del Estado una mayor diligencia en la investigación y tramitación del caso, de modo a no generar un perjuicio desproporcionado a su libertad,  y que, por lo tanto, el Estado incurrió en una falta de razonabilidad del plazo en el juzgamiento de los procesados, en violación del artículo 8.1 de la Convención, en conexión con el artículo 1.1 del mismo instrumento

Con respecto al derecho del acusado de defenderse personalmente o de ser asistido por un defensor de su elección, con quien comunicarse libre y privadamente, la Corte IDH señaló que el derecho de defensa “debe poder ejercerse desde que se señala a una persona como posible autor o partícipe de un hecho punible y sólo culmina cuando finaliza el proceso”, y que impedir al acusado de “contar con la asistencia de su abogado defensor significa limitar severamente el derecho a la defensa, lo que ocasiona desequilibrio procesal y deja al individuo sin tutela frente al ejercicio del poder punitivo”. En este sentido, agregó que la defensa debe ser ejercida por un profesional del Derecho dado que representa la garantía en el debido proceso de que el investigado será asesorado sobre sus deberes y derechos y de que ello será respetado. Un abogado, asimismo, puede realizar, inter alia, un control crítico y de legalidad en la producción de pruebas y puede compensar adecuadamente la situación de vulnerabilidad de las personas privadas de libertad en relación con el acceso efectivo a la justicia en términos igualitarios”. En el caso, la Corte IDH observó que el hecho de que las presuntas víctimas no tuvieron la posibilidad de ser defendidos por un profesional del Derecho configuró una falencia normativa que afectó “directamente el derecho de defensa y el principio de igualdad de armas de las presuntas víctimas durante el procesamiento ante el foro militar”. En consecuencia, consideró que el Estado había violado el artículo 8.2, incisos d) y e).

Por último, la Corte IDH ordenó al Estado, en carácter de medidas reparatorias, que en el plazo de seis meses contado a partir de la notificación de la sentencia, publique el resumen oficial elaborado por la Corte, por una sola vez, en el Boletín Oficial y que pague las cantidades fijadas en la Sentencia, por concepto de indemnización por daño inmaterial, y por el reintegro de costas y gastos.

La Corte Interamericana de Derechos Humanos supervisará el cumplimiento íntegro de la Sentencia y dará por concluido el caso una vez que el Estado haya dado cabal Cumplimiento a lo dispuesto en ella.


	Agosto de 2018

	El Estado de Argentina cumplió parcialmente con las reparaciones impuestas en la sentencia. En efecto, publicó el resumen oficial de la sentencia tanto en el Boletín Oficial de la República Argentina (lo que hizo el 7 de agosto de 2015), como en un periódico de amplia circulación nacional (en Página 12, el 22 de noviembre del 2015).

Queda pendiente de cumplimiento el pago de las sumas de dinero ordenadas en concepto de indemnización por los daños producidos, reintegro de costas, gastos y lo erogado por el Fondo de Asistencia Legal a las Víctimas.
En septiembre 2017, los DPIs informaron que los Sres. Giordano, Aracena, Mercau, Moron, López, Allende y Argüelles percibieron el pago en efectivo ordenado por la sentencia dictada en 20 de noviembre de 2014 en el caso 12.167, y que, actualmente, aún están a la espera de que se les haga efectivo el reintegro de gastos ordenado, encontrándose en contacto telefónico con la Sra. Mariela Berardi del Ministerio de Economía, a tales efectos.
En su presentación del 23 de mayo de 2018, los DPIS intervinientes informaron que se comunicaron con el Sr. Arguelles, nexo con las restantes víctimas, quien no pudo aportar más datos de contacto de los que ya obran en poder del Estado. Se sugirió a la Secretaria Adjunta de la Corte IDH corroborar con el Estado el fallecimiento de las víctimas Tomasek, Marcial y Cardozo a los efectos de dar cabal cumplimiento a la sentencia en la persona de su/s heredero/s. 



5. Caso No. 12.214: Canales Huapaya y otros vs. Perú  
	Nombre
	Canales Huapaya y otros vs. Perú (Caso No. 12.214)

	Defensores Interamericanos designados
	Dr. Antonio José Maffezoli (Brasil) [image: image9.jpg]



Dr. Santiago García Berro (Argentina) [image: image10.jpg]




	Situación procesal actual 
	Remisión a la Corte IDH
	5 de diciembre de 2013
	Comunicado de Prensa CIDH

	
	Designación de DPIs
	10 de abril de 2014

	
	Remisión del ESAP 
	6 de marzo de 2014

	
	Audiencia de fondo
	17 de octubre de 2014
	Ver webcast

	
	Alegatos finales escritos
	17 de noviembre de 2014

	
	Sentencia de fondo
	24 de junio de 2015
	Ver sentencia

	Hechos del caso
	Los hechos de este caso están relacionados con la violación del derecho a las garantías judiciales y protección judicial en perjuicio de Carlos Alberto Canales Huapaya, José Castro Ballena y María Gracia Barriga Oré, como consecuencia de la falta de respuesta judicial adecuada y efectiva frente a los ceses en calidad de funcionarios permanentes del Congreso de la República del Perú. En cuanto al señor Carlos Alberto Canales Huapaya, el 6 de agosto de 1998 el Tribunal Constitucional declaró improcedente su demanda de amparo bajo el fundamento de que su pretensión no podía ser atendida por esa vía. En el caso de José Castro Ballena y María Gracia Barriga Oré, el 25 de septiembre de 1998 el Tribunal Constitucional declaró su acción infundada por considerar que el cese se dio en cumplimiento de la ley y la Constitución. Los hechos de este caso comparten las características esenciales de los conocidos por la Corte Interamericana en el caso Trabajadores Cesados del Congreso vs. Perú, que, como indicó la Corte en su sentencia, ocurrieron en el contexto de un marco normativo que les impidió a las víctimas tener claridad sobre la vía a la cual debían acudir para impugnar sus ceses.

Este caso refleja un contexto de inseguridad jurídica y consecuente indefensión judicial frente a posibles actos arbitrarios del poder público en el marco de los ceses colectivos que se dieron en la época. Además, el caso permitirá un análisis por parte de la Corte de la ausencia de un mecanismo de respuesta y reparación a esta problemática de falta de acceso efectivo a la justicia por los ceses colectivos, en la medida en que el sometimiento del caso ante el Tribunal refleja que las medidas dispuestas por el Estado en el marco del cumplimiento de la Sentencia del caso Trabajadores Cesados del Congreso, no ha impactado a otras personas en igual situación. 

El 24 de junio de 2015, la Corte Interamericana dictó sentencia. El Tribunal determinó que el Estado era responsable por la violación de los derechos protegidos en los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, en relación con las obligaciones previstas en los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento, en perjuicio de las víctimas Carlos Alberto Canales Huapaya, José Castro Ballena y María Gracia Barriga Oré, en los términos de los párrafos 96 a 109 de la presente Sentencia.

	Agosto de 2018
	El 18 de diciembre de 2015, la Corte IDH informó a los DPI que el Sr. Canales Huapaya que, a pesar de estar muy conforme con actuación de los DPI, los reemplazaría por su hermano en la etapa de ejecución de la sentencia. La señora Barriga ha manifestado su concordancia con la sentencia y reafirmado su deseo de que los DPI prosigan en su defensa. 
El 24 de mayo de 2016, la Corte, por nota, recordó al Estado peruano que el 17 de diciembre de 2015 venció el plazo para efectuar el reintegro al Fondo de Asistencia Legal, sin que haya procedido a realizarlo. El monto total que adeuda Perú de los reintegros al Fondo de Asistencia Legal de Víctimas de la Corte Interamericana es de US $36.221 (treinta y seis mil doscientos veintiún dólares de los Estados Unidos de América). 

El 21 de noviembre de 2016, la Corte IDH rechazó los pedidos de interpretación presentados por el Estado y por representantes de dos de las víctimas del caso.

Mediante nota de fecha 20 de diciembre de 2017, la Secretaría Ejecutiva de la Corte IDH informó que, en fecha 17 de octubre de 2017, el Estado peruano realizó transferencia bancaria de los valores adeudados al Fondo de Asistencia a la Víctima en relación con 10 casos, entre ellos, el presente. Sin embargo, la Sra. María Barriga Oré reiteró que no le han abonado las sumas fijadas como indemnización compensatoria ni los gastos de litigio, por lo que se le reiteró la necesidad de que envíe toda la documentación relacionada con las acciones iniciadas en sede interna al efecto. Ello, en la idea de evaluar la futura actuación de los DPIs en el proceso de supervisión de cumplimiento. 
A fines de junio de 2018 la señora María y su abogado, José Francisco Arellano, enviaron a los DPIS un relato sobre las acciones que vienen ejecutando en el ámbito interno. Segundo ellos, “[en] enero del presente año […] solicitamos al Congreso de la República, mediante Carta Notarial, el cumplimiento de dicha sentencia, sin tener aún respuesta a dicha solicitud. Ante esta incomunicación, hemos acudido al Ministerio de Justicia, entidad que con fecha  21 de mayo del presente, mediante Oficio N° 1403-2018-JUS/SG de la Secretaría General poniendo de nuestro conocimiento que el Consejo de Defensa Jurídica del Estado no ha adoptado el Acuerdo de la entidad que deba cumplir con lo ordenado por la CIDH, no obstante que la Procuraduría Pública Especializada Supranacional ha presentado una propuesta para ello el 07 de octubre de 2015, mediante oficio N° 1165-2015/CDJE-PPES. Ante dicha situación, con fecha 05 06 de julio de los corrientes, hemos remitido sendos pedidos, tanto al Ministro de Justicia y de Derechos Humanos como a la Comisión de Justicia y de Derechos Humanos del Congreso de la República para que coadyuven al cumplimiento de la sentencia supranacional de que se trata.”
Esta información y sus respectivos documentos será enviada a la Corte IDH. Se está evaluando si hacerlo conjuntamente con un pedido de audiencia de seguimiento de cumplimiento, exclusiva o en conjunto con  otras sentencias que el Estado Peruano no ha cumplido.




6. Caso No. 12.679: José Agapito Ruano Torres y familia vs. El Salvador  
	Nombre
	José Agapito Ruano Torres y familia vs. El Salvador (Caso No. 12.679)

	Defensores Interamericanos designados
	Dr. Rudy Orlando Arreola Higueros (Guatemala) [image: image11.png]



Dr. Alberto Hassim González Herrera (Panamá)  [image: image12.png]




	Situación procesal actual 
	Remisión a la Corte IDH
	13 de febrero de 2014
	Comunicado de Prensa CIDH

	
	Designación de DPIs
	14 de mayo de 2014

	
	Remisión del ESAP 
	7 de agosto de 2014

	
	Audiencia de fondo
	23 de abril de 2015
	Ver webcast

	
	Alegatos finales escritos
	22 de mayo de 2015

	
	Sentencia de fondo
	5 de octubre de 2015
	Ver sentencia

	Hechos del caso
	Este caso se trata de una secuencia de violaciones a la Convención Americana en perjuicio de José Agapito Ruano Torres y los efectos de dichas violaciones en su familia. José Agapito Ruano Torres fue privado de su libertad en su casa, en horas de la madrugada del 17 de octubre de 2000, siendo maltratado frente a su familia. La Comisión concluyó que los maltratos físicos y verbales constituyeron tortura. Posteriormente fue procesado y condenado penalmente en violación de las garantías mínimas de debido proceso. Actualmente continúa cumpliendo su condena.

En particular, José Agapito Ruano Torres fue condenado con serias dudas sobre si él era efectivamente la persona que se alegaba que había cometido el delito. Las únicas dos pruebas en que se basó la condena fueron practicadas con una serie de irregularidades. Por ello, la CIDH concluyó que el Estado violó el derecho a la presunción de inocencia. Asimismo, consideró que la deficiente actuación de la defensoría pública constituyó una violación al derecho de defensa. En consideración de la Comisión, la privación de libertad en cumplimiento de una condena emitida en violación a dichas garantías fue, y continúa siendo, arbitraria. La Comisión también consideró que el Estado no suministró recursos efectivos para investigar las torturas sufridas, para proteger a la víctima frente a las violaciones al debido proceso, ni para revisar su privación de libertad.

El caso plantea un análisis novedoso relativo al derecho a la presunción de inocencia, específicamente sobre las diligencias mínimas que debe llevar a cabo un Estado para verificar la identidad de una persona antes de continuar con un proceso penal y emitir una condena en su contra. Asimismo, la Comisión destacó que el caso puede contribuir a desarrollar la jurisprudencia sobre el alcance de la responsabilidad estatal por las acciones y omisiones en que pudiera incurrir la defensa pública de una persona.

El 5 de octubre, la Corte IDH dictó sentencia en la que declaró a El Salvador responsable por la violación del derecho a la integridad personal y la prohibición de la tortura, del derecho a la libertad personal, de la presunción de inocencia, del derecho de defensa y a ser oído con las debidas garantías, y del derecho a la protección judicial, así como la falta de garantías d derecho a la integridad personal con respecto a la obligación de investigar actos de tortura, reconocidos en los artículos 5(1), 5(2), 7(1), 7(3), 7(6), 8(1), 8(2), 8(2)(d), 8(2)(e) y 25(1) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con el artículo 1(1) de la misma, en perjuicio de José Agapito Ruano Torres. Asimismo, declaró la responsabilidad internacional del Estado por la violación del artículo 5(1) con relación al artículo 1(1) en perjuicio de sus familiares.

La sentencia se refiere específicamente al derecho de defensa y a los estándares de funcionamiento de la defensa pública. En este sentido, resaltó que la institución de la defensa pública, a través de la provisión de servicios públicos y gratuitos de asistencia jurídica permite, sin duda, compensar adecuadamente la desigualdad procesal en la que se encuentran las personas que se enfrentan al poder punitivo del Estado, así como la situación de vulnerabilidad de las personas privadas de libertad, y garantizarles un acceso efectivo a la justicia en términos igualitarios (cf. párrafo 156).

Asimismo, afirmó que si bien la defensa pública corresponde a una función estatal o servicio público, se considera una función que debe gozar de la autonomía necesaria para ejercer adecuadamente sus funciones de asesorar según su mejor juicio profesional y en atención a los intereses del imputado. También estableció que el Estado tiene el deber de garantizar una adecuada defensa pública a través, por ejemplo, de la implementación de adecuados procesos de selección de los defensores públicos, del desarrollo de controles sobre su labor y de la organización de capacitaciones periódicas (cf. párrafo 163).



	Agosto de 2018
	El Estado sigue sin cumplir con la totalidad de las medidas de reparación. Si bien debía presentar informe de cumplimiento en fecha 19 de junio de 2018, la Corte IDH le otorgó prórroga y a la fecha de informe no se había corrido traslado a los DPIS de ninguna presentación. La víctima expresó preocupación por estar costeando los gastos de educación de su hija, ante el incumplimiento del Estado en otorgar las correspondientes becas ordenadas en la sentencia. 
El 23 de agosto la Corte IDH informó que el 31 de julio venció el plazo de prórroga solicitada por el Estado, razón por la cual se le envió nota que presente informe a la brevedad.  




7. Caso No. 12.700: Agustín Bladimiro Zegarra Marín vs. Perú
	Nombre
	Agustín Bladimiro Zegarra Marín vs. Perú (Caso No. 12.700)

	Defensores Interamericanos designados
	Dra. Silvia Martínez (Argentina) [image: image13.jpg]



Dra. Lisy Bogado (Paraguay)  [image: image14.png]




	Situación procesal actual 
	Remisión a la Corte IDH
	22 de agosto de 2014
	Comunicado de prensa CIDH

	
	Designación de DPIs
	2 de octubre de 2014

	
	Remisión del ESAP 
	6 de diciembre de 2015

	
	Audiencia de fondo
	19 y 20 de febrero de 2016
	Ver webcast

	
	Alegatos finales escritos
	21 de marzo de 2016

	
	Sentencia de fondo
	15 de febrero de 2017
	Ver sentencia

	Hechos del caso
	El referido caso se relaciona con la violación al principio de presunción de inocencia y al deber de motivación en perjuicio del señor Agustín Bladimiro Zegarra Marín, quien fue condenado en primera instancia penal el 8 de noviembre de 1996, por los delitos de encubrimiento personal, falsificación de documentos y corrupción de funcionarios. La autoridad judicial fue explícita en indicar que el único elemento de prueba en contra del señor Zegarra Marín fueron las declaraciones de sus coimputados, no obstante la existencia de prueba favorable que contradecía directamente dichas declaraciones. Asimismo, la autoridad penal no motivó las razones por las cuales las pruebas existentes no generaban duda sobre la responsabilidad penal de la presunta víctima, limitándose a indicar que las imputaciones realizadas por el coimputado eran “factibles”. Por otro lado, la Comisión consideró que existió una inversión de la carga de la prueba que quedó plasmada en la sentencia condenatoria por la Quinta Sala Penal al señalar que “no ha surgido prueba de descargo contundente que lo haga totalmente inocente de los ilícitos que se le imputan”. Finalmente, la Comisión estimó que el recurso de nulidad resuelto el 17 de diciembre de 1997 no cumplió con el derecho a recurrir el fallo y que ni dicho recurso, ni el de revisión, resuelto el 24 de agosto de 1999, constituyeron recursos efectivos frente a las violaciones al debido proceso generadas en la sentencia condenatoria de primera instancia. 
El 15 de febrero de 2017 la Corte IDH dictó sentencia en la cual declaró internacionalmente responsable al Estado Peruano por la violación del derecho a las garantías judiciales, a la presunción de inocencia y al deber de motivar las resoluciones  judiciales, así como la violación al derecho a recurrir un fallo ante juez o Tribunal superior y a la protección judicial  (arts. 8.1, 8.2, 8.2.h y 25 de la CADH. 


	Agosto de 2018

	En fecha 8 de febrero de 2018 la Corte IDH dictó la Sentencia de Interpretación, que fuera notificada a los DPIs en fecha 20 de febrero de 2018. 

En fecha 18 de junio de 2018 se contestó requerimiento de la Corte IDH en relación con el proceso de supervisión de cumplimiento de sentencia. Particularmente, se expresó preocupación por el incumplimiento del pago de la indemnización fijada. 



  
8. Caso 12.820 “Manfred Amhrein y otros vs. Costa Rica”
	Nombre
	Manfred Amhrein y otros vs. Costa Rica (Caso 12.820)

	Defensores Interamericanos designados
	Dr. José Arnoldo González Castro (Costa Rica) 

Dr. Tomás Poblador Ramírez (Costa Rica)  

Dra. Belinda Guevara (Nicaragua)

	Situación procesal actual 
	Remisión a la Corte IDH
	28 de noviembre de 2014
	Nota remisión a la Corte IDH

	
	Designación de DPIs
	23 de marzo 2015

	
	Remisión del ESAP 
	8 de junio de 2015

	
	Audiencia de excepciones preliminares
	8 de febrero de 2017

	
	Audiencia de fondo
	28 de agosto de 2017

	
	Alegatos finales escritos
	28 de septiembre de 2017

	
	Sentencia de fondo
	25 de abril de 2018

	Hechos del caso
	El Sr. Amrhein y otras dieciséis personas fueron condenadas penalmente y no contaron con la posibilidad de presentar recursos en los términos del artículo 8.2.h) de la CADH. Por este motivo, demandaron al Estado de Costa Rica en el sistema interamericano de derechos humanos. De acuerdo al marco procesal penal vigente en este país al momento de dictarse las sentencias, el recurso con el que contaban los condenados era el recurso de casación, orientado a impugnar únicamente cuestiones de derecho 

La Comisión Interamericana recordó que el derecho a recurrir el fallo ante un juez o tribunal superior es una garantía primordial en el marco del debido proceso legal, cuya finalidad es evitar que se consolide una situación de injusticia. El objetivo de este derecho es permitir que una sentencia adversa pueda ser revisada por un juez o tribunal distinto y de superior jerarquía orgánica y evitar que quede firme una decisión que fue adoptada con vicios y que contiene errores que ocasionarán un perjuicio indebido a los intereses de una persona. El debido proceso legal carecería de eficacia sin el derecho a la defensa en juicio y la oportunidad de defenderse contra una sentencia mediante una revisión adecuada.

La Comisión repasó la jurisprudencia de la Corte Interamericana relativa a que la doble conformidad judicial, expresada mediante el acceso a un recurso que otorgue la posibilidad de una revisión íntegra del fallo condenatorio, confirma el fundamento y otorga mayor credibilidad al acto jurisdiccional del Estado y, al mismo tiempo, brinda mayor seguridad y tutela a los derechos del condenado. Es irrelevante la manera en la que se denomine el recurso, sin embargo es obligatorio que cumpla con determinados estándares. En primer lugar, debe proceder antes que la sentencia adquiera calidad de cosa juzgada y debe ser resuelto en un plazo razonable, es decir, debe ser oportuno. Asimismo, debe ser un recurso eficaz, es decir, debe dar resultados o respuestas al fin para el cual fue concebido, esto es, evitar la consolidación de una situación de injusticia. Además, debe ser accesible, sin requerir mayores formalidades que tornen ilusorio el derecho.

La Comisión destacó que el derecho a recurrir no implica necesariamente un nuevo juicio o una nueva “audiencia”, siempre que el tribunal que realiza la revisión no esté impedido de estudiar los hechos de la causa. Por el contrario, lo que sí exige la norma es la posibilidad de señalar y obtener respuesta sobre errores que hubiera podido cometer el juez o tribunal, sin excluir a priori ciertas categorías como los hechos y la valoración y recepción de la prueba. Así pues, corresponde a los Estados disponer los medios que sean necesarios para compatibilizar las particularidades de su sistema procesal penal con las obligaciones internacionales en materia de derechos humanos y, especialmente, con las garantías mínimas del debido proceso establecidas en el artículo 8 de la Convención. Por ejemplo, en el caso de los sistemas procesales penales en los cuales rigen primordialmente los principios de la oralidad y la inmediación, los Estados están obligados a asegurar que dichos principios no impliquen exclusiones o limitaciones en el alcance de la revisión que las autoridades judiciales están facultadas a realizar. Asimismo, el recurrir un fallo ante un tribunal superior no debería desnaturalizar la vigencia de los principios de oralidad e inmediación. Por último, en referencia a la accesibilidad del recurso, la Comisión determinó que la regulación de algunas de las exigencias mínimas para la procedencia del recurso (presentación, regulación de un plazo razonable, etc.) no llega a ser incompatible con el derecho contenido en el artículo 8.2.h de la Convención; sin embargo, en ciertas circunstancias, el rechazo de los recursos sobre la base del incumplimiento de requisitos formales establecidos legalmente o definidos mediante la práctica judicial en una región determinada, puede resultar en una violación del derecho a recurrir el fallo. 
En fecha 25 de abril de 2018 se dictó sentencia, notificada el 10 de julio. Se rechazaron por la forma y el fondo todas las alegadas violaciones a derechos de los representados por la Defensa Interamericana. La Corte IDH únicamente consideró responsable al Estado de Costa Rica por la violación de los arts. 7.1, 7.3 y 7.5 de la CADH en perjuicio de Jorge Martínez Meléndez. 


	Agosto de 2018

	En el caso existen 17 presuntas víctimas quienes actuarán a través de tres representantes: i) Firma “Servicios Interamericanos de Profesionales en DDHH; ii) Lic. Adrián Martínez Blanco; iii) AIDEF.

Los DPI representan a Rafael Antonio Rojas Madrigal (está detenido), Guillermo Rodríguez Silvia (cumpliendo pena de 72 años) solicitaron un DPI, a Martín Rojas Hernández, Manuel Hernández Quesada y Fernando Saldarriaga (éste último ni sus familiares pudieron ser contactados).

Una de las presuntas víctimas, Rafael Rojas Madrigal, declinó la participación de la Defensa Pública Interamericana de Costa Rica, ante lo cual la AIDEF, optó por nombrarle a la DPI designada en carácter de suplente, la Señora Belinda Casaya Guevara, de Nicaragua.

En octubre de 2016, a pedido de la presunta víctima, Manuel Hernández Quesada, su representación pasó a manos de la Dra. Belinda Casaya, al igual que Rafael Rojas Madrigal. Por otro lado, los DPIs, Dres. José Arnoldo González Castro y Tomás Poblador Ramírez, representan a las otras tres presuntas víctimas del presente caso, los Sres. Guillermo Rodríguez Silva, Martín Rojas Hernández, y Fernando Saldarriaga Saldarriaga.
En fecha 25 de abril de 2018 se dictó sentencia, notificada el 10 de julio. Se rechazaron por la forma y el fondo todas las alegadas violaciones a derechos de los representados por la Defensa Interamericana, por tanto, en cuanto al cumplimiento de la sentencia, sólo deberá perseguirse el reintegro al fondo de asistencia legal. 

Los DPIS reiteraron su preocupación por la forma en que la Corte IDH tramitó este proceso, consideran que hubo una trato inadecuado de la Comisión IDH y de las víctimas, una aplicación anacrónica de rigor formalista en las excepciones preliminares no vistos desde hace décadas, olvidando el carácter vulnerable de las víctimas, la negativa de permitir que participaran en las audiencias de manera directa, con presencia física en la sala de la Corte, permitiendo la inmediación, como se hace en todos los demás casos, con el agravante que  los peticionarios se encuentran en cárceles de Costa Rica y que perfectamente, pudieron ser trasladados a estrados sin mayores complicaciones como se haría en un juicio común.

La división de la audiencia pública en dos partes y las intervenciones de los jueces quienes de manera reiterada adelantaron su criterio con relación a las excepciones preliminares y evidentemente molestos con la Comisión IDH, por la acumulación realizada. 

Por otro lado la manera que se decidió que toda la prueba testimonial de todos los sujetos procesales fuera en declaración notarial, siendo que los testigos siempre estuvieron en la mayor disposición de comparecer a una audiencia oral y publica, máxime que todos los testigos residen en Costa Rica a pocos kilómetros de la sede la Corte.

Como reflexión final los DPIS mostraron enorme inquietud por la forma como la Corte hecho atrás en varios estándares interamericanos de importancia y que sea una involución  en las garantías judiciales, integridad personal, salud de privados de libertad,  etc. 




9. Caso 12.617 “Luis Williams Pollo Rivera vs. Perú”
	Nombre
	Luis Williams Pollo Rivera vs. Perú (Caso No. 12.617)

	Defensores Interamericanos designados
	Dr. Carlos Eduardo Barros Da Silva (Brasil) 

Dra. Lisy Bogado  (Paraguay)  

	Situación procesal actual 
	Remisión a la Corte IDH
	8 de febrero de 2015
	Comunicado de prensa CIDH

	
	Designación de DPIs
	14 de mayo de 2015

	
	Remisión del ESAP 
	28 de julio de 2015

	
	Audiencia de fondo
	25 y 26 de abril de 2016
	Ver webcast parte 1
Ver webcast parte 2

	
	Alegatos finales escritos
	26 de mayo de 2016

	
	Sentencia de fondo
	21 de octubre de 2016
	Ver sentencia

	Hechos del caso
	El caso se relaciona con una serie de violaciones a los derechos humanos en perjuicio de Luis Pollo durante el tiempo que estuvo bajo custodia del Estado, desde el 4 de noviembre de 1992, por el delito de terrorismo. Específicamente, la Comisión concluyó que la detención fue ilegal y arbitraria, por no cumplir con la obligación de informar el detalle de los motivos de la misma y realizarla sin control judicial. Asimismo, la CIDH encontró que las detenciones preventivas dispuestas también fueron arbitrarias por no estar basadas en fines procesales, a la vez que consideró que se perpetró una injerencia arbitraria en el domicilio, dado que los hechos tuvieron lugar en el marco de un allanamiento. Además, la Comisión consideró que, en el marco normativo aplicable, Luis Pollo estuvo impedido de presentar recurso de habeas corpus. En el mismo sentido, la Comisión Interamericana calificó como actos de tortura las agresiones sufridas al momento de la detención y las recibidas en las instalaciones de la Dirección Nacional contra el Terrorismo (DINCOTE). Asimismo, las condiciones de detención fueron violatorias del derecho a la integridad personal. Actualmente la totalidad de estos hechos permanecen en situación de impunidad.

Por otra parte, la Comisión concluyó que el proceso penal llevado a cabo por el delito de traición a la patria y los dos procesos por el delito de terrorismo, fueron violatorios de múltiples garantías al debido proceso. Básicamente, no fueron garantizados el derecho a ser juzgado por un tribunal competente, independiente e imparcial, el derecho de defensa, el derecho a la presunción de inocencia y el derecho a la publicidad del proceso. Asimismo, la Comisión concluyó que el Estado violó el principio de legalidad al haber procesado y condenado a Luis Pollo por prestar asistencia médica. Por último, la CIDH encontró que el Estado violó el derecho a ser oído en un plazo razonable tras el pedido de indulto humanitario efectuado por Luis Pollo.

En su Informe de Fondo sobre el caso, la Comisión Interamericana concluyó que el Estado de Perú es responsable por la violación de los derechos a la integridad y libertad personal, garantías judiciales, legalidad y no retroactividad, protección a la honra y dignidad y a la vida privada y familiar, y protección judicial de Luis Pollo. Asimismo, la Comisión indicó que el Estado es responsable por la violación de las obligaciones de Prevenir y Sancionar la Tortura. Finalmente, la Comisión consideró al Estado responsable por la violación al derecho a la integridad personal de los familiares de la víctima.

La Comisión Interamericana sometió el caso 12.617 a la jurisdicción de la Corte el 8 de febrero de 2015 porque consideró que el Estado de Perú no cumplió con las recomendaciones contenidas en el Informe de Fondo. En dicho informe, la Comisión recomendó al Estado de Perú reparar adecuadamente las violaciones de derechos humanos encontradas por la Comisión, tanto en el aspecto material como moral, incluyendo una justa compensación a los familiares del damnificado y la implementación de atención psicosocial en su beneficio. Asimismo, la Comisión recomendó al Estado investigar de manera imparcial, efectiva y dentro de un plazo razonable con el objeto de esclarecer en forma completa los hechos violatorios de la Convención Americana referidos en la sección V.D del informe de fondo, “El derecho a la integridad personal y la prohibición de la tortura”; así como identificar a los autores intelectuales y materiales e imponer las sanciones que correspondan, y disponer las medidas administrativas, disciplinarias o penales correspondientes frente a las acciones u omisiones de los funcionarios estatales que contribuyeron a la denegación de justicia e impunidad en la que se encuentran los hechos del caso. La Comisión Interamericana también solicitó al Estado adoptar las medidas necesarias para evitar que en el futuro se produzcan hechos similares, conforme al deber de prevención y garantía de los derechos humanos reconocidos en la Convención Americana. En particular, implementar programas permanentes de derechos humanos y derecho internacional humanitario en las escuelas de formación de la Policía Nacional del Perú y de las Fuerzas Armadas. Asimismo, la CIDH solicitó adoptar las medidas necesarias para que los profesionales de la salud puedan ejercer libremente su deber profesional en el Perú, a la luz de los estándares internacionales aplicables; y publicar la Sentencia informe en el Diario Oficial u otro diario de circulación nacional.
Este caso permitirá a la Corte IDH profundizar en su jurisprudencia sobre la criminalización de actividades legítimas como los actos médicos, iniciada en el caso De la Cruz Flores con respecto a Perú.
La Corte IDH dictó sentencia el 21 de octubre de 2016. Allí consideró que el Estado de Perú violó el derecho a la libertad personal, reconocido en los artículos 7.1, 7.2, 7.3, 7.5, 7.6 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma; el derecho a la integridad personal, reconocido en los artículos 5.1 y 5.2 de la Convención, en relación con los artículos 1.1, 2, 8.1 y 25 de la misma y los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura; los derechos a ser juzgado por un tribunal competente, independiente e imparcial, a la presunción de inocencia, a la defensa, a no declarar contra sí mismo y a la publicidad del proceso, reconocidos en los artículos 8.1, 8.2, 8.2.b), 8.2.f), 8.2.g) y 8.5 de la Convención, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma; y el principio de legalidad, reconocido en el artículo 9 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 de la misma. Además, el Estado fue declarado responsable por la violación del derecho a la integridad personal, en los términos de los artículos 5.1 y 1.1 de la Convención, en perjuicio de sus familiares: María Asunción Rivera Sono, Eugenia Luz Del Pino Cenzano, Juan Manuel, María Eugenia y Luis Eduardo Pollo Del Pino, Luz María Regina Pollo Rivera, María Mercedes Ricse Dionisio y Milagros de Jesús Pollo Ricse.

Con respecto a las reparaciones, la Corte estableció que su Sentencia constituye per se una forma de reparación y, adicionalmente, ordenó al Estado: i) continuar y concluir, con la debida diligencia y en un plazo razonable, la investigación actualmente en curso por los hechos de tortura y otros tratos crueles, inhumanos o degradantes sufridos por el señor Pollo Rivera y, de ser procedente, procesar y, en su caso, sancionar a los responsables; ii) publicar la Sentencia de la Corte Interamericana y su resumen; y iii) pagar las cantidades fijadas en la Sentencia por concepto de daños materiales e inmateriales y por reintegro de costas y gastos.

	Agosto de 2018

	El 22 de enero de 2018 los DPIs remitieron a la Secretaría de la Corte IDH -vía correo electrónico- observaciones relativas al informe estatal de fecha 12 de diciembre. En concreto, requirieron el cumplimiento del pago de las indemnizaciones ordenadas y de las restantes medidas determinadas en los párrafos 272 a 311 de la sentencia. El Estado sí dio cumplimiento a la publicación del resumen oficial de la sentencia. 


10. Caso 12.270 “Johan Alexis Ortiz Hernández vs. Venezuela”
	Nombre
	Zaida Hernández de Arellano y Edgar Humberto Ortiz Ruiz (peticionarios) (Caso 12.270)

	Defensores Interamericanos designados
	Dr. Gustava Aguilar (por la Defensoría Penal Pública de Chile) 

Dra. Johanny Elizabeth Castillo Sabari (por la Oficina Nacional de Defensa Pública de República Dominicana)  

	Situación procesal actual 
	Remisión a la Corte IDH
	13 de mayo de 2015
	Comunicado de Prensa CIDH

	
	Designación de DPIs
	11 de abril de 2014 (en CIDH)

	
	Remisión del ESAP 
	5 de octubre de 2015

	
	Audiencia de fondo
	9 de febrero de 2017

	
	Alegatos finales escritos
	10 de marzo de 2017

	
	Sentencia de fondo
	22 de agosto de 2017
	Ver Sentencia

	Hechos del caso
	El 15 de marzo de 2000 la CIDH recibió una petición presentada por Edgar Humberto Ortiz Ruiz y Zaida Hernández de Arellano en la cual se alega la responsabilidad de la República Bolivariana de Venezuela por el fallecimiento de su hijo Johan Alexis Ortiz Hernández, ocurrido en las instalaciones de la Escuela de Guardias Nacionales de Cordero (ESGUARNAC) el 15 de febrero de 1998. El suceso ocurrió cuando la víctima tenía 19 años de edad siendo alumno de último nivel de dicha Escuela, desde donde fue trasladado junto con sus compañeros de curso hasta las instalaciones de los Comandos Rurales de Caño Negro para la realización de unas prácticas de la tercera y última fase de su preparación como efectivo de la Guardia Nacional. En una de estas prácticas, el alumno falleció, según las versiones de las autoridades de la escuela, en un “lamentable accidente”. Según la versión oficial dada a los familiares del alumno, aproximadamente a las 12:45 meridiano, Johan Alexis se encontraba atravesando un sector de la cancha del “Soldado Especial” cuando fue impactado por dos proyectiles de ametralladora AFAG M-61. El ejercicio militar consistía en que los estudiantes se arrastraran rampando por debajo de una red de alambre de púas, mientras un instructor con un arma de repetición disparaba a su paso sobre la alambrada. La versión presentada a los familiares exponía que el estudiante se levantó sin razón alguna y fue impactado por dos disparos en el lado derecho de su cuerpo a la altura de la clavícula. Por su parte, los padres de la víctima alegan que la muerte no se produjo de forma accidental. 

A su vez, los peticionarios entienden que fueron víctimas de ocultamiento de información y que les fueron presentadas versiones contradictorias que hacen prever que los hechos habrían ocurrido de manera intencional. Además, denunciaron que las autoridades investigativas tardaron de manera negligente en la práctica de la exhumación del cadáver, haciendo que el cuerpo entrara en etapa de licuefacción y no se pudiera observar y determinar con facilidad la trayectoria de los proyectiles. 

Por otro lado, cabe resaltar que en el presente caso no se habrían agotado los recursos internos, en tanto que al momento no se han esclarecido los hechos en el ámbito judicial del Estado. Sin embargo, tanto los peticionarios como la CIDH entienden que en el presente caso obra una causal de excepción por el retardo judicial injustificado con el que se adelanta la investigación penal, lo cual ha conllevado a que exista denegación de justicia en el caso, en los términos del art. 46 (1) de la Convención Americana.

Por todo ello, los peticionarios alegaron que el Estado era responsable por la violación de los derechos a la vida (artículo 4), integridad personal (artículo 5), garantías judiciales (artículo 8) y protección judicial (artículo 25) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, así como de la obligación genérica de respetar y garantizar los derechos protegidos en el artículo 1(1) del mismo estatuto.

En vista de ello, la CIDH ha declarado “que el caso es admisible y que es competente para examinar el reclamo presentado por los peticionarios sobre la presunta violación de los artículos 4, 8 y 25 de la Convención en concordancia con el artículo 1(1) de la Convención en perjuicio de Johan Alexis Ortiz Hernández y de sus padres, conforme a los requisitos establecidos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana”.

Ver informe de admisibilidad
En febrero de 2015 se dictó el Informe de Fondo con carácter confidencial y fue puesto en conocimiento del Estado, quien contó con dos meses para informar acerca de las medidas adoptadas para dar cumplimiento a las recomendaciones de la CIDH.

Con fecha 13 de mayo de 2015 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos presentó ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos el Caso N° 12.270 Johan Alexis Ortiz Hernández contra el Estado de Venezuela.    

El 5 de octubre, los DPI presentaron el ESAP.
El 22 de agosto 2017 la Corte IDH dictó sentencia (notificada el 13 de octubre) en la que declaró internacionalmente responsable a dicho Estado de la violación del derecho a la vida (artículo 4(1) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos), a la integridad personal (artículo 5(1) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos) en perjuicio de Johan Alexis Ortiz Hernández. Asimismo, determinó que el Estado es responsable por la violación de la garantía del juez natural (artículo 8(1) de la Convención Americana) en relación con los artículos 1(1) y 2, y por la violación del derecho a las garantías judiciales y a la protección judicial, reconocidos en los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 en perjuicio de los padres de la víctima. Igualmente concluyó que el Estado es responsable por la violación del derecho a la integridad personal, en relación con el artículo 1.1 en perjuicio de los familiares de Johan Alexis Ortiz Hernández.

	Agosto de 2018
	La Corte IDH dictó sentencia en fecha 22 de agosto de 2017, siendo notificada a las DPIs el 13 de octubre del mismo año. Inmediatamente, las DPIs pusieron a sus representados al tanto del contenido y aclararon las dudas que les surgieron. 
A la fecha, el Estado de Venezuela no se ha contactado ni con las DPIs ni con sus representados a fin de dar cumplimiento a la sentencia. 
Considerando el tiempo transcurrido y la inactividad estatal, los DPIS realizarán las presentaciones pertinentes en el procedimiento de cumplimiento de sentencia. 


11. Caso No. 12.690 “V.R.P. y V.P.C. vs. República de Nicaragua” 

	Nombre
	V.R.P. y V.P.C vs. República de Nicaragua (Caso 12.590)

	Defensores Interamericanos designados
	Dra. Fidenza Orozco García (por el Instituto de la Defensa Pública Penal de Guatemala) 

Dra. Juana María Cruz Fernández (por la Oficina Nacional de Defensa Pública de República Dominicana)  

	Situación procesal actual 
	Remisión a la Corte IDH
	25 de agosto de 2016
	Comunicado de Prensa de la CIDH

	
	Designación de DPIs
	21 de noviembre de 2016

	
	Remisión del ESAP 
	27 de enero de 2017

	
	Audiencia de fondo
	15 y 16 de octubre de 2017
	Ver audiencia

	
	Alegatos finales escritos
	20 de noviembre de 2017

	
	Sentencia de fondo
	8 de marzo de 2018

	Hechos del caso
	El caso se relaciona con la violación sexual sufrida por la niña V.R.P, quien al momento de los hechos tenía nueve años de edad y quien desde el inicio de la investigación afirmó que el responsable de tales violaciones fue su padre. La Comisión Interamericana determinó que las violaciones sexuales cometidas por un actor no estatal constituyeron afectaciones a los derechos a la integridad personal, a la dignidad, vida privada y autonomía, a la igualdad y no discriminación y a la protección especial como niña, en perjuicio de V.R.P. También determinó que el Estado de Nicaragua es responsable internacionalmente por el incumplimiento del deber de garantía de tales derechos, particularmente, el incumplimiento del deber de investigar con la debida diligencia, en un plazo razonable y de manera acorde con una perspectiva de género y los deberes estatales reforzados derivados de la condición de niña de la víctima. La Comisión consideró además que V.R.P fue gravemente revictimizada con un impacto severo en la integridad psíquica tanto de ella como de su madre y los otros hijos de ésta. La Comisión concluyó que la absolución del padre de V.R.P fue el resultado de un proceso violatorio de las obligaciones internacionales del Estado y, por lo tanto, al tratarse de una grave violación de derechos humanos, la Comisión recomendó la continuidad de la investigación a nivel interno, entre otras medidas de reparación.
En su sentencia del 8 de marzo de 2018, la Corte IDH declaró responsable internacionalmente a la República de Nicaragua por la violación de los derechos a la integridad personal y prohibición de tratos crueles, inhumanos y degradantes, a las garantías judiciales, a la vida privada y familiar, a la protección de la familia, de residencia y a la protección judicial, en relación con las obligaciones generales de respeto, garantía, no discriminación y protección especial de niñas, niños y adolescentes, así como por el incumplimiento de las obligaciones derivadas del artículo 7.b) de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer o Convención de Belém do Pará, en perjuicio de V.R.P. y de su grupo familiar.
Siguiendo un planteo de las DPIS, no formulado por la CIDH, declaró la violación del art. 22 de la CADH pues se advierte que el trasladarse a otro Estado fue una decisión forzada, debido al cúmulo de factores objetivos que generaron la situación de desprotección de los derechos de las víctimas por parte del Estado y un temor fundado de hostigamiento judicial y de mayor vulnerabilidad ante eventuales ataques a sus derechos. De este modo, el Estado es responsable por haber generado las condiciones que forzaron a la salida de las presuntas víctimas de su país de origen, lo que a su vez conllevó a la separación de la familia.

	Agosto de 2018

	El 8 de marzo de 2018 se dictó sentencia en el caso. A fin de dar cumplimiento a la decisión, las DPIS remitieron a los agentes del Estado dos oficios. Un primer oficio enviado en fecha 20 de junio del 2018, nombrado “Información y autorizaciones para dar cumplimiento a la Sentencia de la Corte”, en este se le informaba al Estado de Nicaragua, el consentimiento de V.R.P. para la publicación de la sentencia en los medios indicados por la Corte (esto en razón de la minoría de edad de la víctima al momento en que se produjo las vulneraciones a sus derechos, así como por el interés de que su identidad se mantuviera en reserva), la  intención de realización de estudios profesionales y de tratamiento psicológico por algunas de las víctimas, y las diversas vías para el depósito de la remuneración impuesta para resarcir a las víctimas. En fecha 12 de julio del año en curso, remitieron un segundo oficio de asunto “Notificación de cuenta bancaria y correo de H.J.R.P”, en el que la referida víctima suministra la actualización de su correo electrónico, y su cuenta de banco.

Finalmente, tras no haber recibido confirmación de recepción por parte del Estado de Nicaragua a través de sus agentes, las DPIS enviaron a la Corte IDH, en fecha 31 de julio del 2018, una comunicación de asunto “Notificación de acciones para cumplimiento de la sentencia de caso referencia", en la que explicaron las informaciones remitidas al Estado de Nicaragua, a través de sus agentes, y la falta de respuesta de los mismos, solicitándole a la Corte IDH, que tomara las medidas correspondientes frente a las informaciones recibidas. 

Actualmente transcurre el plazo otorgado por la Corte para que el Estado de cumplimiento a la sentencia. 




12. Caso No. 12.695 “Poblete Vilches y familiares  vs. República de Chile” 

	Nombre
	Poblete Vilches y familiares vs. Chile (Caso 12.695)

	Defensores Interamericanos designados
	Dra. Silvia Martínez (por el Ministerio Público de la Defensa de Argentina) 

Dra. Rivana Barreto Ricarte de Oliveira (por ANADEP).

	Situación procesal actual 
	Remisión a la Corte IDH
	27 de agosto de 2016
	Comunicado de Prensa de la CIDH

	
	Designación de DPIs
	30 de noviembre de 2016

	
	Remisión del ESAP 
	27 de enero de 2017

	
	Audiencia de fondo
	19 de octubre de 2017
	Ver audiencia – Parte I
Ver audiencia – Parte II
Ver audiencia – Parte III
Ver audiencia  - Parte IV

	
	Alegatos finales escritos
	-

	
	Sentencia de fondo
	9 de marzo de 2018

	Hechos del caso
	El caso se relaciona con las acciones y omisiones que tuvieron lugar entre el 17 de enero y el 7 de febrero de 2001, fechas en las cuales Vinicio Antonio Poblete Vilches ingresó en dos oportunidades al hospital público Sótero del Río, donde falleció en la última fecha. La Comisión estableció que en dos momentos el personal médico del hospital se abstuvo de obtener el consentimiento informado para la toma de decisiones en materia de salud. Específicamente, en el marco de un procedimiento realizado el 26 de enero de 2001 durante el primer ingreso al hospital, así como en la decisión de mantenerlo en “tratamiento intermedio” en las horas anteriores a su muerte en el segundo ingreso al hospital. Por otra parte, la Comisión concluyó que existen suficientes elementos para considerar que la decisión de dar de alta a Vinicio Antonio Poblete Vilches y la manera en que la misma se realizó, pudo tener incidencia en el rápido deterioro que sufrió en los días inmediatamente posteriores a su salida del hospital y su posterior muerte cuando ingresó nuevamente en grave estado de salud. Asimismo, la Comisión determinó la responsabilidad estatal por la falta de provisión del tratamiento intensivo que requería en su segundo al hospital. Finalmente, la Comisión consideró que las investigaciones a nivel interno no fueron realizadas con la debida diligencia y en un plazo razonable.
El 9 de marzo de 2018 la Corte IDH dictó sentencia de fondo en la que declaró por unanimidad la responsabilidad internacional del Estado chileno por no garantizar al señor Vinicio Antonio Poblete Vilches su derecho a la salud sin discriminación, mediante servicios necesarios básicos y urgentes en atención a su situación especial de vulnerabilidad como persona adulta mayor, lo cual derivó en su muerte (artículos 26, 1.1 y 4 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos), así como por los sufrimientos derivados de la desatención del paciente (artículo 5 de la misma). Asimismo, la Corte declaró que el Estado vulneró el derecho a obtener el consentimiento informado por sustitución y al acceso a la información en materia de salud, en perjuicio del señor Poblete y de sus familiares (artículos 26, 13, 7 y 11, en relación con el artículo 1.1 de la Convención), así como el derecho al acceso a la justicia (artículos 8 y 25 de la misma) e integridad personal, en perjuicio de los familiares del señor Poblete (artículo 5 de la misma). La Corte se pronunció por primera ocasión respecto el derecho a la salud de manera autónoma, como parte integrante de los derechos económicos, sociales, culturales y ambientales (DESCA), en interpretación del artículo 26 de la Convención, así como respecto de los derechos de las personas adultas mayores.

	Agosto de 2018
	 El 9 de marzo de 2018 la Corte IDH dictó sentencia de fondo, la que fuera notificada a los DPIS en fecha 21 de junio de 2018. 
En cuanto al cumplimiento de la sentencia, ya se han contactado con las víctimas del caso y la Cancillería chilena, el Estado señaló su voluntad de dar cumplimiento a lo ordenado por la Corte. Las DPIS destacan la colaboración de la Defensa Pública de Chile. 


13. Caso No. 11.388 “Villaseñor y otros vs. Guatemala” 

	Nombre
	Villaseñor y otros vs. Guatemala (Caso 11.388)

	Defensores Interamericanos designados
	Dra. Isabel Penido de Campos Machado y Dra. Juana María Cruz Fernández. 

	Situación procesal actual 
	Remisión a la Corte IDH
	15 de marzo de 2017
	Comunicado de Prensa de la CIDH

	
	Designación de DPIs
	10 de mayo de 2017

	
	Remisión del ESAP 
	22 de junio de 2017

	
	Audiencia de fondo
	24 de mayo de 2018

	
	Alegatos finales escritos
	25 de junio de 2018

	
	Sentencia de fondo
	PENDIENTE

	Hechos del caso


	El caso “se relaciona con una secuencia de agresiones, amenazas, intimidaciones y hostigamientos sufridos por una jueza de Guatemala, la señora María Eugenia Villaseñor. Ella participó en diversos procesos judiciales entre 1991 y 2012, algunos de impacto nacional o internacional (entre ellos, el relativo a la muerte de Myrna Mack, relacionado a una sentencia dictada por la Corte Interamericana. Durante esos años, ella sufrió: i) allanamientos en su domicilio; ii) amenazas de muertes; iii) el intento de secuestro de su hija; iv) el secuestro de uno de los agentes que custodiaba su domicilio; v) una golpiza a su hermana; vi) el fallecimiento de una sobrina embestida por un automóvil; vii) el robo de información personal: viii) intentos de ingreso a su vehículo, destrucción de llantas y de cable telefónico; y ix) declaraciones y comunicaciones de personas no identificadas denigrando su actuación como jueza. Las denuncias e información en conocimiento del Estado no fueron investigadas debidamente a fin de identificar las fuentes de riesgo, erradicarlas e imponer sanciones. La impunidad de los hechos denunciados es total. Como parte de los hechos considerados, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos advirtió que, aun estando vigentes medidas cautelares solicitadas por este órgano entre 1994 y 2013, hubo múltiples falencias en su implementación que pudieron contribuir a la situación de riesgo. La Comisión consideró que la falta de protección adecuada y la falta de investigación diligente y efectiva de los hechos repercutieron en las labores como jueza de la señora Villaseñor. La Comisión concluyó que el Estado violó los artículos 5(1), 8(1) y 25(1) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con el artículo 1(1) del mismo tratado, en perjuicio de la señora Villaseñor, y el artículo 5(1) en relación con el artículo 1(1) en perjuicio de su hija, su hermano y su hermana”.

	
	En fecha 20 de marzo de 2018 la DPI Suyapa Torres se comunicó por correo electrónico con la Coordinación General de la AIDEF, poniendo en conocimiento una serie de dificultades en la comunicación con su compañero de designación e informando que se vio imposibilitada de participar en la elaboración del ESAP. De igual modo, consignó que el DPI Girón Vázquez le habría manifestado no poder concurrir a la audiencia ni continuar interviniendo en el caso, existiendo la posibilidad de que la representación del Estado lo recuse in situ. 

A raíz de tales manifestaciones, el Comité Ejecutivo de la AIDEF resolvió dejar sin efecto la designación de DPIS oportunamente realizada, nombrando en el cargo a las Dras. Isabel Penido de Campos Machado y Juana María Cruz Fernández.

En este primer informe brindado por ellas informan que: 

En fecha 13 abril 2018, solicitaron a la Corte IDH que ex oficio la presunta víctima fuera escuchada como declarante en la audiencia pública; la Corte hizo lugar. El 10 de mayo remitieron las  preguntas para ser respondidas por el perito propuesto por la CIDH, Leandro Despouy en su declaración escrita. El 23 de mayo asistieron a una reunión con la Comisión  IDH y ese mismo día asistieron a una reunión previa convocada por la Corte IDH. En fecha 24 de mayo asistieron a la audiencia pública celebrada durante el 124 Período Ordinario de Sesiones, en la sede del Tribunal en San José, Costa Rica. En fecha 25 de junio enviaron a la Corte IDH el escrito de alegatos finales y el 9 de julio realizaron observaciones a los anexos depositados por el Estado, los cuales  adjuntó a alegatos finales escritos. 

Finalmente, las DPIS informan que han mantenido comunicación con su representada  por correo electrónico, WhatsApp y teléfono.

Actualmente el caso se encuentra en espera de la emisión de la sentencia, por parte de la Corte IDH. 




14. Caso No. 12.772 “Muelle Flores vs. Perú” 

	Nombre
	Muelle Flores vs. Perú (Caso 12.772)

	Defensores Interamericanos designados
	Renée Mariño Alvarez (Asociación de Defensores de Oficio del Uruguay) [image: image15.jpg]



Isabel Penido de Campos Machado (Defensoría Pública de la Unión) [image: image16.jpg]




	Situación procesal actual 
	Remisión a la Corte IDH
	13 de julio de 2017
	Comunicado de Prensa de la CIDH

	
	Designación de DPIs
	20 de septiembre de 2017

	
	Remisión del ESAP 
	11 de diciembre de 2017

	
	Audiencia de fondo
	Se dispensó realización de audiencia

	
	Alegatos finales escritos
	Vence plazo el 27 de septiembre

	
	Sentencia de fondo
	PENDIENTE

	Hechos del caso
	El caso se relaciona con la violación del derecho a la tutela judicial efectiva como consecuencia del incumplimiento, durante 24 años, de una sentencia judicial a favor del señor Muelle Flores en el marco de un recurso de amparo en el que se ordenó su reincorporación al régimen pensionario del Decreto Ley N° 20530. La Comisión determinó que el Estado peruano incurrió en responsabilidad internacional, en primer lugar, debido a que sus propias autoridades incumplieron el fallo judicial favorable al señor Muelle y, en segundo lugar, debido a la inefectividad de los mecanismos judiciales activados posteriormente para lograr dicho cumplimiento. La Comisión determinó que el presente caso se enmarca en una problemática estructural ya conocida por los órganos del sistema interamericano y por la propia Defensoría del Pueblo, relativa al incumplimiento de fallos judiciales, en particular aquellos relacionados con derechos pensionarios. Asimismo, la Comisión declaró que los hechos del presente caso constituyeron una violación a la garantía de plazo razonable y al derecho a la propiedad privada, pues las pensiones niveladas conforme al Decreto referido, entraron al patrimonio del señor Muelle mediante la decisión judicial que le fue favorable, pero no ha podido ejercer tal derecho.



	Agosto de 2018
	El 5 de junio de 2018 las DPIS enviaron sus observaciones a las excepciones preliminares. Asimismo, informaron que su representado se encuentra en una situación muy precaria de salud, no se encuentra en condiciones de comparecer a la audiencia, es una persona mayor con problemas de salud, por lo que solicitaron celeridad procesal. La Corte IDH optó por dispensar la audiencia, considerando el estado de salud de la víctima. El 6 de agosto se enviaron providencias probatorias. Actualmente, las DPIs se encuentran trabajando en la elaboración de las alegaciones finales escritas cuyo plazo vence el 27 de septiembre del corriente. 



15. Caso No. 12.056 “Gabriel Oscar Jenkins” 

	Nombre
	Gabriel Oscar Jenkins vs. República Argentina (Caso 12.056)

	Defensores Interamericanos designados
	Octavio Tito Sufán Farías (Defensoría Penal Pública de Chile) 

Nélida Lopez Britez (Asociación de Defensores del Paraguay)

	Situación procesal actual 
	Remisión a la Corte IDH
	22 de septiembre de 2017
	Comunicado de Prensa de la CIDH

	
	Designación de DPIs
	27 de noviembre de 2017

	
	Remisión del ESAP 
	10 de febrero de 2018

	
	Audiencia de fondo
	PENDIENTE

	
	Alegatos finales escritos
	PENDIENTE

	
	Sentencia de fondo
	PENDIENTE

	Hechos del caso
	El caso se relaciona con la alegada privación arbitraria de libertad de Gabriel Oscar Jenkins desde el 8 de junio de 1994 hasta el 13 de noviembre de 1997, en el marco de la causa conocida como “Padilla Echeverry y otros” seguida por el Tribunal Oral en lo Criminal Federal No. 6 por los delitos de tráfico ilícito de estupefacientes y asociación ilícita, de los cuales fue finalmente. La Comisión determinó que la arbitrariedad de la detención preventiva se evidenció en el hecho de que la misma operaba de manera automática y que, en el caso del señor Jenkins, se basó en indicios de responsabilidad y no persiguió fin procesal alguno motivado de manera individualizada en las decisiones respectivas. Asimismo, la Comisión estableció que durante el tiempo en que el señor Jenkins estuvo privado de libertad, no se realizó ninguna revisión de su detención preventiva y la necesidad de mantenerla. Esta falta de revisión se dio como consecuencia de que, como se dijo, la detención preventiva operaba de manera automática y existía una prohibición legal de excarcelación en el artículo 10 de la Ley 24.390 para el delito por el cual era procesado. En consecuencia, la CIDH determinó que la duración de tres años y cinco meses de la detención preventiva fue excesiva y constituyó una anticipación de la pena. La Comisión agregó que los recursos judiciales interpuestos no posibilitaron una revisión sin demora y efectiva tanto de la motivación como de la duración de la detención preventiva. La CIDH también determinó que la diferencia de trato contemplada en el artículo 10 de la Ley 24.390 y su aplicación al presente caso, resultó incompatible con el derecho a la igualdad ante la ley. Finalmente, la Comisión concluyó que la acción civil de daños y perjuicios interpuesta por el señor Jenkins, tuvo una duración irrazonable.



	Informe DPIs. 
Marzo 2018

Agosto de 2018

	En primer lugar, los DPIs manifiestan que se encuentran ante un caso difícil, con una víctima con manifiestas señales de daño psicológico y psiquiátrico frente a todas las situaciones injustas que le tocaron vivir. Además, consideran importante señalar que las distancias hicieron difíciles algunos avances y comunicaciones. Así, durante las últimas semanas previas al envío del ESAP, tuvieron algunas dificultades en su corrección y aportes de su defendido, como también en el envío de pruebas y material disponible. 
El 10 de febrero de 2018 lograron enviar el ESAP vía correo electrónico. El 27 de febrero se realizó el envío de manera física con toda la prueba adjunta, vía Courier internacional –DHL-. 
Tras la presentación del ESAP el Estado argentino interpuso excepciones preliminares que fueron contestadas por los DPIS en fecha 10 de agosto de 2018. La CIDH hizo lo propio el 30 de julio. 


16. Caso No. 11.834 “Martínez Coronado vs. Guatemala” 

	Nombre
	Martínez Coronado vs. Guatemala (Caso 11.834)

	Defensores Interamericanos designados
	Octavio Tito Sufán Farías (Defensoría Penal Pública de Chile) 

Roummel Gevany Salerno Caballero (por el Instituto de la Defensa Pública de Panamá)

	Situación procesal actual 
	Remisión a la Corte IDH
	30 de noviembre de 2017
	Comunicado de Prensa de la CIDH

	
	Designación de DPIs
	26 de febrero de 2018

	
	Remisión del ESAP 
	7 de mayo de 2018

	
	Audiencia de fondo
	PENDIENTE

	
	Alegatos finales escritos
	PENDIENTE

	
	Sentencia de fondo
	PENDIENTE

	Hechos del caso
	El caso se relaciona “con una serie de violaciones al debido proceso cometida en el marco del proceso penal contra la víctima por el delito de asesinato, el cual culminó con la imposición de la pena de muerte por medio de inyección letal. La Comisión concluyó que la utilización del elemento de peligrosidad para sustentar la responsabilidad penal incumplió con el principio de legalidad, ya que dicha figura incorpora predicciones y especulaciones y constituye una expresión del derecho penal de autor incompatible con la Convención Americana. Por otra parte, la Comisión concluyó que la defensa común de la víctima y su co-procesado violó el derecho a contar con los medios adecuados para la preparación de la defensa y el derecho a ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado. Finalmente, la Comisión declaró la violación al derecho a la vida en virtud de que se aplicó la pena de muerte, pese a las dos violaciones al debido proceso indicadas con anterioridad. La Comisión solicita a la Corte que concluya y declare la responsabilidad internacional del Estado de Guatemala por la violación de los derechos a la vida, garantías judiciales, principio de legalidad y protección judicial establecidos en los artículos 4.1, 4.2, 8.1, 8.2 c), e), 9 y 25.1 de la Convención Americana en relación con las obligaciones establecidas en los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento en perjuicio de Manuel Martínez Coronado”. 

	Informe DPIs. 
Agosto de 2018
	El 8 de marzo de 2018 el DPI Octavio Sufán recibió vía valija diplomática la documentación del caso, la que compartió en misma fecha en formato digital con el otro DPI designado al caso. 
El 7 de mayo de 2018 presentaron el ESAP respectivo.

	
	


17. Caso No. 11.686 “Girón y otro vs. Guatemala” 

	Nombre
	Girón y otro vs. Guatemala (Caso 11.686)

	Defensores Interamericanos designados
	Lorena Padován (por la Asociación de Defensores Públicos de la República Argentina –ADEPRA-) 
Johanny Castillo Sabari (por la Oficina Nacional de Defensa Pública de República Dominicana).  

	Situación procesal actual 
	Remisión a la Corte IDH
	30 de noviembre de 2017
	Comunicado de Prensa de la CIDH

	
	Designación de DPIs
	26 de febrero de 2018

	
	Remisión del ESAP 
	4 de mayo de 2018

	
	Audiencia de fondo
	PENDIENTE

	
	Alegatos finales escritos
	PENDIENTE

	
	Sentencia de fondo
	PENDIENTE

	Hechos del caso
	El caso se relaciona “con una serie de violaciones al debido proceso cometidas en el marco del proceso penal contra las víctimas, por los delitos de violación y asesinato que culminó en su condena a la pena de muerte, y sus ejecuciones por medio de un pelotón de fusilamiento televisado. La Comisión determinó que el Estado violó los derechos de las víctimas al tiempo y los medios adecuados para la defensa y a ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado, porque en al menos tres diligencias de importancia fundamental para el proceso, las víctimas no contaron con abogado defensor, lo cual tuvo un impacto en el proceso tomando en cuenta que en una de dichas diligencias las víctimas hicieron confesiones. Asimismo, los defensores de oficio designados con posterioridad eran estudiantes de derecho, sin la suficiente experiencia y capacitación para casos de penas de muerte. Por otra parte, la Comisión Interamericana concluyó que el método de ejecución de la pena de muerte a través de un pelotón de fusilamiento resultó incompatible con el derecho a la integridad personal y la prohibición de tortura porque el mismo no está diseñado para ocasionar el menor sufrimiento físico posible como exigen los estándares internacionales. La Comisión IDH solicitó a la Corte que concluya y declare la responsabilidad internacional del Estado por la violación de los derechos consagrados en los artículos 4.1; 4.2 (derecho a la vida), 5.1, 5.2 (integridad personal), 8.2, 8.2 c), 8.2 e) (garantías judiciales), 25.1 (protección judicial) de la Convención Americana en relación con las obligaciones establecidas en los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento en perjuicio de Roberto Girón y Pedro Castillo Mendoza. Asimismo, concluyó que el Estado es responsable por la violación de los artículos 1 y 6 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura”. 

	Agosto de 2018

	Con la colaboración del Instituto de Defensa Pública de Guatemala, se llevó a cabo la localización de los familiares del Sr. Pedro Castillo Mendoza. En cambio, del Sr. Roberto Girón, no se pudo localizar a ningún familiar. 
El 4 de mayo de 2018 se envió el ESAP. Luego, se dio respuesta a una serie de aclaraciones requeridas por la Corte IDH, siendo informadas las DPIS que el 6 de junio se notificó al Estado, otorgándosele un plazo de dos meses para contestar, plazo que venció el 6 de agosto pasado. 



18. Caso No. 11.782 “Rodríguez Revolorio y otros vs. Guatemala” 

	Nombre
	Rodríguez Revolorio y otros vs. Guatemala (Caso 11.782)

	Defensores Interamericanos designados
	Dra. Rivana Barreto Ricarte de Oliveira (por ANADEP)

Dra. Yanela Romero de Pimentel (por el Instituto de la  Defensoría Pública de Panamá).

	Situación procesal actual 
	Remisión a la Corte IDH
	26 de enero de 2018
	Comunicado de Prensa de la CIDH

	
	Designación de DPIs
	20 de marzo de 2018

	
	Remisión del ESAP 
	25 de junio de 2018

	
	Audiencia de fondo
	PENDIENTE

	
	Alegatos finales escritos
	PENDIENTE

	
	Sentencia de fondo
	PENDIENTE

	Hechos del caso
	El caso se relaciona “con una serie de violaciones al debido proceso cometidas en el marco del proceso penal contra las víctimas por el delito de asesinato y tentativa de asesinato de miembros de la Patrulla 603 de la Policía Nacional de Guatemala. Las víctimas fueron condenadas a la pena de muerte el 23 de mayo de 1996 por el Tribunal Cuarto de Sentencia Penal. La Comisión constató que la pena de muerte en contra de las víctimas fue impuesta tras considerar por acreditada su peligrosidad futura, figura contemplada en el tipo penal de asesinato. La Comisión concluyó que la utilización de la figura de peligrosidad para sustentar la responsabilidad penal incumplió con el principio de legalidad, ya que tal figura incorpora predicciones y especulaciones y constituye una expresión del derecho penal del autor incompatible con principios esenciales de una sociedad democrática. Por otra parte, la Comisión acreditó que el Presidente del Tribunal de Sentencia que condenó a las víctimas, ya había actuado como juez de control en la etapa de investigación. La Comisión concluyó que cumplir ambas funciones, de juez de control y de juez de sentencia, resultó violatorio de la garantía de imparcialidad porque implicó que dicha autoridad se formara, antes del juicio, una idea sobre los hechos y la manera en que los mismos encuadraban en dicho tipo penal. La Comisión solicitó a Corte que concluya y declare la responsabilidad internacional del Estado de Guatemala por la violación de los derechos a la vida, la integridad personal, el principio de legalidad, a las garantías judiciales y a la protección judicial establecidos en los artículos 4.1, 4.2, 5, 8.1, 8.2 c), 8.2 h), 9 y 25.1 de la Convención Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento, en perjuicio de Miguel Ángel Rodríguez Revolorio, Miguel Ángel Calo y Aníbal Archila Pérez. Asimismo, el Estado incumplió las obligaciones establecidas en los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura”. 

	Informe DPIs. 


	De las 3 víctimas del caso, solo una está viva, sin embargo, las DPIS pudieron contactarse con sus familiares gracias a la colaboración de la DPI de Guatemala Fidencia de Licardi. 
El ESAP se presentó el 25 de junio de 2018, siendo informadas en fecha 27 de julio que se corrió traslado de la presentación al Estado y la CIDH. 


CASOS ANTE LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS EN LOS QUE INTERVIENEN DEFENSORES PÚBLICOS INTERAMERICANOS

1. Esteban Juan Martínez Pérez vs. Perú 
	Nombre peticionario
	Esteban Juan Martínez Pérez (Petición nº 1064/98; Informe de Admisibilidad 75/10) Caso 12.771

	País
	Perú

	Defensores Interamericanos designados
	Dr. Antonio José Maffezoli (por ANADEP – Brasil) y Dra. Renée Mariño Álvarez (por la Asociación de Defensores de Oficio del Uruguay)

	Hechos del caso
	El 10 de noviembre de 1998 la CIDH recibió una petición presentada en nombre propio por Esteban Juan Martínez Pérez en la cual se alega la violación por parte de la República del Perú de los derechos consagrados en los artículos 7, 8, 13, 24 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. El peticionario afirmó haber sido procesado por los delitos de terrorismo, robo agravado y contra el orden financiero y monetario, a raíz de evidencias supuestamente fabricadas por agentes de la Dirección Nacional Contra el Terrorismo (DINCOTE) a finales de 1994. El peticionario afirmó que las acusaciones fueron conocidas por jueces con identidad secreta, quienes lo absolvieron de los cargos por terrorismo, pero lo condenaron con relación a los demás delitos sindicados. Asimismo, manifestó que los operadores de justicia que intervinieron en el proceso penal no tenían competencia para pronunciarse sobre delitos comunes, tales como robo agravado y crimen contra el orden financiero y monetario. 

En vista a ello, la CIDH ha declarado “admisible la petición con relación a los artículos 7, 11, 8 y 25 de la Convención Americana en conexión con las obligaciones establecidas en los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento”.

Ver informe de admisibilidad

	Agosto de 2018

	 Sigue pendiente el dictado del informe de fondo. El Dr. Maffezoli se reunió a comienzos de abril con el equipo técnico de la Secretaria Ejecutiva de la CIDH y con Paulina Corominas, oportunidad en la que reiteró su preocupación respecto de la demora del caso. Fue informado que se estaba discutiendo la conveniencia de emitir un único informe de fondo reuniendo todos los casos contra Perú similares. Los DPIS solicitan a la Coordinación de la AIDEF se comunique con la CIDH para insistir en la gravedad de la situación. 


 

2. Fernando Rodríguez González vs. México

	Nombre peticionario
	Fernando Rodríguez González (Petición Nº 980-04; Informe de Admisibilidad 73/10 ) Caso 12.770

	País
	México

	Defensores Interamericanos designados
	Dr. Ruddy Orlando Arreola Higueros (por el Instituto de la Defensa Pública Penal de Guatemala) y Dra. Lesly Sofía Medina (por la por la Asociación de Defensores Públicos de Honduras)



	Hechos del caso
	El 30 de octubre de 2004 la CIDH recibió una petición presentada por los Sres. Fernando Rodríguez González y Carlos Fernando Rodríguez Ramírez, en nombre de la presunta víctima Fernando Rodríguez González, en la cual se alega la detención ilegal y tortura de este último, así como su posterior condena a prisión en un juicio sin respeto de las normas de debido proceso, que incluye la utilización de una confesión obtenida bajo tortura. Por ello, alegan que el Estado mexicano es responsable por la violación de los derechos consagrados en los artículos 5 (integridad personal), 7 (libertad personal), 8 (garantías judiciales), 9 (principio de legalidad y retroactividad), 24 (igualdad ante la ley) y 25 (protección judicial) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en concordancia con la obligación general del artículo 1.1 del citado instrumento internacional. Además, aducen la violación de los artículos 1, 6 y 10 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura. 

Los peticionarios alegan que Fernando Rodríguez González y María Eugenia Ramírez Arauz, fueron procesados por el homicidio de José Francisco Ruiz Massieu. Por un lado, Informan que el 4 de octubre de 1994, María Eugenia Ramírez Arauz fue trasladada por la Policía Judicial Federal a instalaciones de dicha agencia donde fue torturada por elementos de la policía, mediante golpes, insultos, humillaciones y violación sexual. Indican que sus hijos Carlos Fernando, entonces de 13 años de edad y María Fernanda, de 8, fueron llevados en forma violenta a las estaciones de la Policía Judicial Federal para aumentar la presión que se ejercía sobre su madre, y obligarla a incriminarse e incriminar a Fernando Rodríguez González en el homicidio. Tres días después, María Eugenia Ramírez fue consignada al Reclusorio Preventivo Varonil Sur y confinada, horas después, sin que mediara orden judicial, en la prisión del Estado en Almoloya de Juárez, fuera de la jurisdicción de los órganos judiciales del Distrito Federal, en una cárcel para hombres sentenciados y en total incomunicación. Denuncian que las torturas a las que habría sido sometida le causaron “lesiones en oídos, infección vaginal y úlceras en las partes nobles”.

Por otro lado, según los peticionarios, Fernando Rodríguez González fue detenido el 10 de octubre de 1994 por la Policía Judicial Federal. Los dos días y medio que estuvo detenido en las instalaciones policiales, fue torturado, siendo mantenido despierto todo el tiempo, golpeado en los oídos hasta quedar sordo, atado de pies y manos tirado en el suelo con los ojos vendados, se le aplicó agua mineral por la nariz hasta casi asfixiarlo y los oficiales brincaban en su estómago. Sostienen que posteriormente el Visitador General de la Procuraduría General de la República lo obligó a firmar una declaración sin leer. Alegan que el 12 de octubre de 1994 Fernando Rodríguez González fue trasladado al penal de máxima seguridad CEFERESO No. 1 de Almoloya de Juárez. Informan que el parte médico arrojó que la presunta víctima llegó al penal con “timpanitis bilateral”. Una vez ahí, estuvo totalmente incomunicado por un período de siete meses, sin que se le permitiera hablar con familiares o con su defensor, hasta el 26 de junio de 1995, fecha en que fue trasladado al Reclusorio Preventivo Varonil Sur del Distrito Federal. 

El Sr. Fernando Rodríguez González fue procesado por los delitos de homicidio y tenencia de arma reservada al uso del ejército nacional y la Sra. María Eugenia Ramírez Arauz, por el delito de homicidio. Finalmente, esta última fue absuelta de los cargos de homicidio y el Sr. Rodríguez González fue absuelto de los cargos de tenencia ilegal de armas, pero se mantuvo su responsabilidad penal en el delito de homicidio.

Aducen que la jurisdicción federal no era competente para investigar y procesar a la alegada víctima, porque el homicidio es competencia de la jurisdicción estadual, no federal.

Según el informe de admisibilidad, el Estado mexicano sólo responsabilizó a los inculpados de estas violaciones únicamente por el delito de abuso de autoridad. Sin embargo, tras un recurso de apelación, se resolvió que los agentes de la policía judicial federal no eran penalmente responsables de dicho delito, ordenándose su inmediata libertad. Con lo cual, sólo recibieron una sanción administrativa. Por lo tanto, la presunta víctima afirma que se le ha violado su derecho de acceso a la justicia. 

En vista a ello, la CIDH ha declarado “admisible la presente petición en cuanto se refiere a presuntas violaciones de los derechos reconocidos en los artículos  5, 7, 8, 9 y 25 de la Convención Americana en relación con el artículo 1.1  de dicho instrumento, así como en los artículos 1, 6 y 8 de la Convención para Prevenir y Sancionar la Tortura, en perjuicio de Fernando Rodríguez González”.

Ver informe de admisibilidad


	Agosto de 2018

	El Señor Fernando Rodríguez González se encuentra privado de su libertad. Considerando el alegado estado de salud de la presunta víctima, se le requirió un certificado médico a fin de solicitar medidas cautelares y que se emita el informe de fondo de manera urgente. 

A la fecha de este nuevo informe, seguía pendiente la remisión del certificado y el dictado del informe de fondo. 


3. Víctor Manuel Boggiano Bruzzon vs. Bolivia
	Nombre peticionante
	Víctor Manuel Boggiano Bruzzon (Petición Nº 40-03; Informe de Admisibilidad 84/08 ) Caso 12.682

	País
	Bolivia

	Defensores Interamericanos designados
	Dra. Pilar Carla Piccininno Gómez (por ADEPU) y Dra. Silvia Martínez (por la Defensoría General de la Nación Argentina)




En dicha petición se alegó la responsabilidad de la República de Bolivia por la presunta violación de los derechos consagrados en la Convención Americana sobre Derechos Humanos (CADH), de los derechos consagrados en los artículos 3, 4, 5, 6 y 10 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, y de los derechos consagrados en los artículos 2, 3, 4 y 7 a) y b) de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de Belém do Pará).

	En cuanto a los hechos del caso, según el Informe el peticionario indicó que la madrugada del 18 de diciembre de 2001 se llevó a cabo un operativo policial en el cual se allanaron violentamente las residencias de las presuntas víctimas, las cuales fueron golpeadas salvajemente, tras haber sido reducidas y maniatadas.  Señaló que entre las presuntas víctimas había algunos niños y que las mujeres también fueron golpeadas, las obligaron a desnudarse en diversas oportunidades y algunas fueron objeto de violencia sexual por parte de funcionarios policiales. 

En el caso de la presunta víctima que solicitó asistencia de la AIDEF, en el informe de admisibilidad se relata “que en el domicilio en el cual habitaban los ciudadanos peruanos Víctor Manuel Boggiano Bruzon (Juan Ramírez Ortega), Genaro Ahuacho Luna (Walter Herrera Flores), Alfredo Bazán y Rosas (José Miguel Abildo Díaz), Mercedes Valencia Chuquimia y el menor de 15 años Mauricio Valenzuela Valencia, en la misma noche del 18 de diciembre de 2001, los policías ‘abrieron fuego’ con armas de grueso calibre, logrando la captura de las personas referidas, quienes fueron puestas boca abajo y golpeadas de forma cruel e inhumana”.

Estas y las demás presuntas víctimas fueron trasladados, según el informe, “a dependencias de la Policía Técnica Judicial, donde fueron nuevamente golpeados de manera brutal con el fin de que confesaran su participación en el robo referido anteriormente”. Allí “los detenidos eran desnudados y requisados cuatro veces al día, con ‘objetos sucios y manos sudorientas’... Los detenidos continuaron siendo golpeados y obligados a dormir en el piso frío, con la finalidad de que se auto incriminaran y no denunciaran el robo de sus pertenencias”. Según informó el peticionario y según “diversas notas de prensa anexadas por el peticionario, los detenidos permanecieron incomunicados por tres meses y fueron obligados a auto incriminarse sin las debidas garantías… Los detenidos fueron incriminados a través de prueba obtenida bajo tortura”. 

Por otro lado, cabe resaltar que en el presente caso no se habrían agotado los recursos internos, en tanto que al momento no se habrían esclarecido los hechos en el ámbito judicial del Estado. El peticionario alegó, según el informe, que las presuntas víctimas iniciaron denuncias ante la Defensoría del Pueblo, agregando que “la imposibilidad de iniciar procesos judiciales deviene de las constantes amenazas de los policías agresores, quienes de forma sistemática han logrado callar el intento de iniciar acciones judiciales”; desde su detención, el 18 de diciembre de 2001,  las presuntas víctimas fueron “cruelmente colocadas/os en celda de aislamiento e incomunicados durante tres meses”, lo que les imposibilitó formular las denuncias correspondientes.

En este punto, la CIDH observó “que las presuntas víctimas intentaron todos los recursos a su alcance – dado que en las primeras etapas del proceso estuvieron incomunicados e imposibilitados de interponer acciones judiciales – incluyendo los de apelación y casación, planteando como alegato supuestas irregularidades procesales y el hecho de que su imputación tuvo como base prueba obtenida de manera ilegítima.  Todos estos recursos fueron rechazados, lo que generó que, después de presentada la petición, la condena quedara en firme.  En estas circunstancias, la Comisión considera que no era exigible a las presuntas víctimas la presentación de un recurso de revisión contra sentencia penal ejecutoriada, que es de naturaleza extraordinaria y que, en todo caso, se hubiera basado en los mismos reclamos ya presentados infructuosamente mediante los recursos ordinarios.”

En vista de ello, la CIDH ha declarado “admisible la petición bajo estudio, con relación a los derechos consagrados en los artículos 4, 5, 7, 11, 19, 8 y 25 de la Convención Americana en conexión con las obligaciones establecidas en el artículo 1.1 del mismo instrumento; así como el derecho consagrado en el artículo 7 de la Convención de Belém do Pará y de lo establecido en los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura”.

Ver informe de admisibilidad

	

	Agosto de 2018

	La presunta víctima se encuentra privada de la libertad. 
No se ha producido ninguna novedad desde la fecha del último informe del mes de marzo de 2018. Se encuentra pendiente el dictado del informe de fondo por parte de la CIDH. 
 


4. Gerson Milusk de Carvalho vs. Brasil

	Nombre peticionante
	Gerson Milusk de Carvalho (Petición Nº 40-03; Informe de Admisibilidad 84/08 ) Caso caso 12503

	País
	Brasil

	Defensores Interamericanos designados
	Dr. Carlos Eduardo Barros da Silva  (por CONDEGE - Brasil) y Dr. Alberto Hassim González Herrera (por la Dirección Nacional del Instituto de la Defensoría de Oficio de Panamá).



	Hechos del caso
	En relación a los hechos del caso, éste versa sobre alegadas violaciones al debido proceso penal. La presunta víctima, un ex policía militar del estado de Paraná (Brasil), alega que en 1995 fue arrestado sin orden judicial por un grupo especial de la policía militar, detenido ilegalmente en una hacienda y torturado, y luego llevado a declarar ante el Comisario de la policía sin representación legal. Con base en declaraciones obtenidas bajo tortura, habría sido condenado por homicidio y por el delito de asociación para delinquir.  En el año 2006 habría sido puesto en libertad. 

En su petición originaria de 2003, el Sr. Carvalho denunció torturas físicas y psicológicas, negación del derecho a la defensa, abuso de poder durante su privación de la libertad. En este sentido, fue acusado de un doble homicidio ocurrido en la comarca Pitanga, Paraná, el 2 de marzo de 1995, y condenado a 26 años de prisión. Alega que en el momento de su detención ilegal  (junto con cuatro personas más) por parte del Estado, se habría allanado su residencia sin orden judicial, aunque no se encontró ningún arma. Además, según alega en su escrito, al peticionario se le aplicaron prácticas de tortura psicológica y física en la dependencia policial (“Posto policial rodoviário de Pitanga”), que consistió en prácticas de ahogamiento y de choques eléctricos,  por un lado, colgado de una madera y, por otro, sin ropa con una cámara de automóvil rodeándole los antebrazos y otra las piernas y con una capucha en la cabeza. Mientras sufría estás torturas, le acercaron un grabador de cassette para que confiese su participación, junto con las demás personas, en el crimen mencionado. Asimismo, le negaron todo tipo de consulta con un abogado. La presunta víctima negó toda acusación. Sin embargo, los policías lo acusaron de integrar una cuadrilla militar que cometió varios delitos ocurridos en el Estado de Paraná, incluido el doble crimen. 

En su petición originaria de 2003, el Sr. Carvalho denunció torturas físicas y psicológicas, negación del derecho a la defensa, abuso de poder durante su privación de la libertad. En este sentido, fue acusado de un doble homicidio ocurrido en la comarca Pitanga, Paraná, el 2 de marzo de 1995, y condenado a 26 años de prisión. Alega que en el momento de su detención ilegal  (junto con cuatro personas más) por parte del Estado, se habría allanado su residencia sin orden judicial, aunque no se encontró ningún arma. Además, según alega en su escrito, al peticionario se le aplicaron prácticas de tortura psicológica y física en la dependencia policial (“Posto policial rodoviário de Pitanga”), que consistió en prácticas de ahogamiento y de choques eléctricos,  por un lado, colgado de una madera y, por otro, sin ropa con una cámara de automóvil rodeándole los antebrazos y otra las piernas y con una capucha en la cabeza. Mientras sufría estás torturas, le acercaron un grabador de cassette para que confiese su participación, junto con las demás personas, en el crimen mencionado. Asimismo, le negaron todo tipo de consulta con un abogado. La presunta víctima negó toda acusación. Sin embargo, los policías lo acusaron de integrar una cuadrilla militar que cometió varios delitos ocurridos en el Estado de Paraná, incluido el doble crimen.

Cabe destacar que, la CIDH ha decidido acumular la admisibilidad al fondo, con lo cual no ha dictado un informe de admisibilidad.

	Agosto de 2018

	La demora en la tramitación del caso fue planteada por el Dr. Maffezoli en la reunión que sostuviera con la CIDH a principios de abril. Sigue sin producirse novedad alguna. Los DPIS informan que reiterarán el pedido de audiencia, aunque todos los anteriores fueron denegados por la CIDH.  


5. Gerardo Cruz Pacheco vs. Estados Unidos de México

	Nombre peticionante
	Gerardo Cruz Pacheco (Caso Nº 12.917)

	País
	Estados Unidos de México

	Defensores Interamericanos designados
	Dr. Otto Haroldo Ramírez Vázquez (por Instituto de la Defensa Pública Penal - Guatemala) y Dra. Juana María Cruz (por la la Defensa Pública de República Dominicana).



	Hechos del caso

Agosto de 2018

	Según relato del Informe de Admisibilidad N° 49/13, el caso versa sobre alegadas violaciones del derecho a la integridad personal (tortura), a la libertad personal, a las garantías judiciales y a la protección judicial. 

La presunta víctima, quien era teniente de infantería del Ejército Nacional Mexicano, señala que el 2 de octubre de 1996 se encontraba estudiando con veinte oficiales de las fuerzas armadas del segundo batallón de la policía militar del cuerpo de guardias presidenciales, cuando fue secuestrado por autoridades militares y afirma haber sido torturado en el Cuartel General de Guardias Presidenciales con la finalidad de auto incriminarse y firmar su baja de retiro en declaraciones rendidas ante el Ministerio Público Militar. 

El Sr. Cruz Pacheco denunció, por un lado, torturas físicas y psicológicas y, por el otro, la existencia de irregularidades durante el proceso ya que habría sido privado de libertad sin orden de autoridad judicial competente, la defensora que lo asistió en la declaración realizada ante el Ministerio Público que constituyó base para la sentencia condenatoria habría sido una pasante que trabajaba para la parte acusadora ya que era secretaria del Fiscal, y que se habrían inventado pruebas y supuestos careos que no sucedieron. 

El peticionario relata que se le imputaron cargos de porte de armas ilegítimas y de homicidio y que el día 3 de diciembre de 1997 el Juzgado Primero de Procesos Penales Federales dictó sentencia absolutoria ordenando su libertad por no haberse acreditado su responsabilidad penal, lo que fue apelado por el Ministerio Público de la Federación. El 22 de abril de 1998 el Segundo Tribunal Unitario ‘A’ del Segundo Circuito en materia penal (tribunal de segunda instancia) lo habría sentenciado a 50 años de prisión como partícipe en diferentes homicidios sin tomar en cuenta las pruebas presentadas. El Sr Cruz Pacheco interpuso una demanda de amparo directo contra dicha sentencia y el Primer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito en Toluca, Estado de México, negó el amparo en la sentencia de fecha 12 de febrero de 2004. Contra dicha decisión, el Sr Cruz Pacheco interpuso un recurso de queja ante la Corte Suprema de Justicia, que le fue denegado. 

Con respecto a las alegaciones de tortura, el Sr Cruz Pacheco sostuvo que la constatación realizada por el Juez de Primera Instancia dio origen a una averiguación previa prevista por la Ley para Prevenir y Sancionar la Tortura y que el día 23 de mayo de 1997, el agente del Ministerio Público de la Delegación Metropolitana de la Procuraduría General de la República se declaró incompetente por tratarse de un militar, por lo que se habría iniciado una averiguación en la Procuraduría de Justicia Militar por denuncia realizada por el peticionario. El Sr. Cruz Pacheco afirma que dicha averiguación no habría concluido. 

A la luz de las presentaciones del peticionario y del Estado, en fecha 12 de julio de 2013, la CIDH declaró “admisible la presente petición en cuanto se refiere a presuntas violaciones de los derechos reconocidos en los artículos 5, 7, 8 y 25 de la Convención Americana, en concordancia con el artículo 1.1 de dicho tratado en perjuicio de Gerardo Cruz Pacheco”, y a la presunta violación “de los derechos consagrados en los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura”.

En fecha 5 de julio de 2018 los DPIS presentaron una solicitud de audiencia ante la CIDH, a celebrarse en el marco del 169 período de sesiones. Se encuentran esperando respuesta a tal requisitoria.
Por otro lado, se contactaron desde la prisión donde se encuentra el Sr. Cruz Pacheco a fin de registrar el teléfono de contacto de la DPI y poder así realizar llamadas en forma directa. 

El 13 de agosto se comunicó la hermana del peticionario informando que fue visitado en la prisión por una delegación de la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas, con el presunto objetivo de realizar investigaciones sobre las torturas que sufrió hace más de 21 años. La DPI procuró contactarse con dicha delegación, sin éxito. 

Permanece pendiente el dictado del informe de fondo por la CIDH. 


6. Jorge Eduardo Olivares y otros vs. Perú

	Nombre peticionante
	Aurelio Aquino Pari y Jorge Eduardo Olivares del Carpio (Caso 12.765. Informe de Admisibilidad No. 74/10)

	País
	Perú

	Defensores Interamericanos designados
	Dra. Renee Mariño Alvarez (por la Asociación de Defensores de Oficio del Uruguay) y Dra. Sandra Haro Colomé (por la Asociación de Defensores Penales Públicos de Chile). 

	Hechos del caso


	Según relato del Informe de Admisibilidad N° 74/10, el caso versa sobre alegadas violaciones del derecho a la integridad personal (artículo 5), del derecho a la libertad personal (artículo 7), de las garantías judiciales (artículo 8), del principio de legalidad y retroactividad (artículo 9) del derecho a la protección de la honra y de la dignidad y del derecho a la protección judicial (artículo 25), reconocidos en la Convención Americana sobre Derechos Humanos y sobre alegadas violaciones a los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura en perjuicio de los peticionarios. 

Asimismo, la Comisión Interamericana señaló que los efectos de los hechos referidos en el párrafo anterior, así como la alegada incomunicación de las presuntas víctimas por largos períodos y restricciones al derecho de recibir visitas, podrían caracterizar la violación del derecho consagrado en el artículo 5.1 de la Convención Americana, igualmente en perjuicio de sus familiares.

Los peticionarios relatan que fueron detenidos, procesados y condenados entre 1994 y 1995 en aplicación de decretos leyes relacionados con los delitos de terrorismo y traición a la patria. Afirman que esos decretos, así como los procesos penales de ellos derivados, son contrarios a una serie de disposiciones de la Convención Americana. Alegan, asimismo, que fueron objeto de tortura, aislados por largos períodos y sometidos a condiciones infrahumanas de detención. Los peticionarios señalan que tras ser condenados en la justicia militar, fueron sometidos a nuevos juicios en el fuero ordinario. Afirmaron que esos juicios fueron instruidos de conformidad con un marco legislativo en materia de terrorismo adoptado a partir de enero de 2003, el cual, alegaron, es también incompatible con la Convención Americana. 

En particular, el Sr. Jorge Eduardo Olivares del Carpio (P. 1067-03) manifiesta que luego de su detención, fue trasladado a oficinas del Grupo Especial de Inteligencia de la Policía Nacional (GEIN) en Lima, donde permaneció incomunicado por 34 días, siendo sometido a tortura física y psicológica. Asimismo, relató que agentes de la GEIN le quitaron sus medicinas para asma y lo presentaron a la opinión pública en traje de rayas el 28 de marzo de 1995. En mayo de ese año, el señor Olivares del Carpio fue condenado a cadena perpetua por el delito de traición a la patria en un proceso conducido por jueces sin rostro. En cuanto a los lugares de detención, el peticionario alegó que el 11 de mayo de 1995 fue conducido de forma violenta al Penal de Máxima Seguridad Miguel Castro Castro, permaneciendo en situación de aislamiento absoluto hasta enero de 1996. El día 18 fue trasladado al penal de Yanamayo-Puno, con una serie de restricciones al derecho de recibir visitas y, afirma el Sr. Olivares del Carpio fue trasladado a diferentes penales entre 2003 y 2006, hasta finalmente ser reubicado en el Penal Miguel Castro Castro, donde se encuentra al día de hoy.

Surge también del Informe de Admisibilidad que el 2 de octubre de 2002 el padre de la presunta víctima, el Sr. Federico Olivares Salas, interpuso una acción de habeas corpus, la que luego de ser desestimada en las dos primeras instancias fue declarada fundada por el Tribunal Constitucional el 30 de enero de 2003. También se indica que el referido tribunal dictó la nulidad del proceso seguido en el fuero militar y ordenó la apertura de nuevo juicio de conformidad con el Decreto Legislativo 922, manteniendo sin embargo el encarcelamiento del señor Olivares del Carpio. El 16 de mayo de 2006, en el marco del proceso con expediente número 548-03-SPN, la Sala Penal Nacional condenó al señor Olivares del Carpio a 30 años de cárcel por el delito contra la tranquilidad pública – terrorismo agravado, absolviéndolo de la acusación de haber sido líder a nivel nacional de la organización insurgente Sendero Luminoso. Sin embargo, el peticionario indicó que tras la presentación de recurso de nulidad por el Fiscal Superior, el 14 de septiembre de 2006 la Primera Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema de Justicia adecuó la pena a 35 años de cárcel, considerando probado que el señor Olivares del Carpio fue integrante del Comité Central del Sendero Luminoso. El peticionario manifestó que la Sala Penal Nacional y la Corte Suprema de Justicia fundamentaron sus decisiones en imputaciones que no conformaron la acusación fiscal y que no fueron debatidas en juicio oral, que convalidaron pruebas y sindicaciones producidas ante la policía y fiscales militares que no habrían sido ratificadas en sede judicial. Asimismo, surge del Informe de Admisibilidad que el peticionario habría sido sometido a otros procesos judiciales en otras jurisdicciones.

El peticionario sostiene que las alegadas agresiones, tortura y condiciones infrahumanas de detención a las que habría sido objeto fueron reportadas a autoridades judiciales del fuero ordinario por medio de escritos de descargos en los juicios penales y acciones constitucionales de habeas corpus. 

Por su lado, el peticionario Aurelio Aquino Pari (P. 766-04) alegó que, luego de ser detenido por la Policía Nacional sin que mediara orden judicial en su contra y sin ser informado de los motivos de su privación de libertad, fue trasladado a una delegación policial, donde se hizo un acta de incautación sin la presencia de un representante del Ministerio Público, en el que se registran supuestas cartas de sujeción al Partido Comunista del Perú. Indicó que al día siguiente fue transferido a calabozos de la DINCOTE-Delta 4, donde permaneció incomunicado por 90 días y sometido a tortura física y psicológica con el propósito de que se autoinculpara. Según la información presentada, el 16 de marzo de 1995 el señor Aquino Pari fue condenado a cadena perpetua por el delito de traición a la patria, mediante decisión del Juzgado Especial Militar de la Zona Especial confirmada en última instancia el 18 de julio de 1996 por el Tribunal Supremo Militar Especial. Se alega que esa condena fue adoptada por jueces sin rostro y se fundamentó en pruebas fabricadas por la policía y declaraciones de arrepentidos con identidad reservada u obtenidas por medio de tortura. Asimismo, el peticionario aduce que durante el primer año de reclusión en el Penal Miguel Castro Castro tuvo acceso a luz natural y aire libre por períodos inferiores a 30 minutos diarios y soportó una serie de restricciones al derecho de recibir visita. Afirmó haber sido sometido a constantes reubicaciones de celdas y traslados intempestivos. 

De acuerdo con la información presentada, el 5 de noviembre de 2002 la Corte Superior de Justicia de Lima decidió favorablemente una acción de habeas corpus presentada por la presunta víctima, declaró nulo el proceso militar y ordenó la remisión de los actuados al Ministerio Público. En consecuencia, el 19 de marzo de 2003 el Cuarto Juzgado Penal de Terrorismo dictó auto de apertura de instrucción y el 20 de marzo de 2006 la Sala Penal Nacional emitió sentencia condenatoria de 30 años de cárcel por el delito contra la tranquilidad pública – terrorismo agravado. El 13 de junio de 2007 la Corte Suprema de Justicia determinó no haber nulidad en la sentencia condenatoria, dando por concluido el proceso penal. El peticionario resalta que manifestaciones de arrepentidos fueron reutilizadas en el juicio ordinario, sin la posibilidad de conocer la identidad de tales personas ni de confrontarlas en audiencia oral. Manifestó que personas que habían realizado declaraciones en su perjuicio ante la Policía Nacional se retractaron en audiencias orales ante la Sala Penal Nacional, sin que ello fuera debidamente valorado por las autoridades judiciales del fuero ordinario. Asimismo, afirma haber entregado a la Sala Penal Nacional la copia de un certificado médico que acreditaría las torturas y agresiones de las que habría sido objeto en calabozos de la DINCOTE entre julio y octubre de 1994. Asimismo, remitió la copia de un certificado médico de fecha 7 de mayo de 2003, en el que se registran tuberculosis pulmonar y deformaciones postraumáticas en diferentes huesos del pie, entre otras afectaciones a la salud presuntamente adquiridas mientas se encontraba privado de su libertad en el Penal Miguel Castro Castro.

A la luz de las presentaciones de los peticionarios y del Estado, en fecha 12 de julio de 2010, la CIDH declaró admisible el caso por la presunta violación de los “artículos 5, 7, 9, 11, 8 y 25 de la Convención Americana en conexión con las obligaciones establecidas en los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento; y a los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura”.

	Agosto de 2018

	De conformidad con lo requerido, considerando que la DPI Contero Bastidas se encontraba imposibilitada de continuar desempeñando sus funciones, se procedió a nombrar a la Dra. Renee Mariño Alvarez en su reemplazo, conformándose así una nueva terna de trabajo. 
El proceso sigue a la espera del dictado del informe de fondo por la CIDH. 

Las DPIS cuentan ahora con la totalidad de los antecedentes del caso. 




7. Carlos Andrés Galeso Morales c. Colombia

	Nombre peticionante
	Carlos Andrés Galeso Morales (Caso 12.939. Informe de Admisibilidad No. 16/14)

	País
	Colombia

	Defensores Interamericanos designados
	Dr. Reyes Ovidio Girón Vasquez (por el Instituto de la Defensa Pública Penal de Guatemala) y a la Dra. Isabel Penido Campos de Machado (por la Defensoría Pública de la Unión de Brasil).

	Hechos del caso


	Según relato del Informe de Admisibilidad N° 16/14, el caso versa sobre alegadas violaciones del derecho a la integridad personal (artículo 5), a las garantías judiciales (artículo 8), del derecho de protección a la honra y a la dignidad (artículo 11), derechos del niño (artículo 19), derecho de circulación y residencia (artículo 22), igualdad ante la ley (artículo 24) y del derecho a la protección judicial (artículo 25), reconocidos en la Convención Americana sobre Derechos. 

El peticionario relata que él y su familia, como miembros de la etnia indígena Kankuamo, han sido objeto de amenazas y actos de intimidación. Manifiesta que la alegada persecución en su contra y la de su familia, se habría iniciado en el año 1999, cuando “un grupo armado que se identificó como AUTODEFENSAS UNIDAS DE COLOMBIA […] y con lista en mano irrumpió en nuestra casa, sacaron a la fuerza a mi suegro […] se lo llevaron a la fuerza junto a otras cinco personas […quienes posteriormente habrían sido] asesinadas en la Finca Monterrey”. El peticionario alega que estos hechos habrían ocurrido en un contexto en el cual “los campesinos e indígenas de la etnia Kankuama fueron tildados de auxiliadores de grupos subversivos” que operaban supuestamente en la Sierra Nevada de Santa Marta, según la información que era publicada en medios de comunicación y también en informes de la policía judicial. Alega que por causa de estos hechos de violencia, se produjo en diciembre de 1999 el “éxodo [de] muchos campesinos e indígenas Kankuamos del Corregimiento de la Mesa […]”. Específicamente afirma que luego de los homicidios, su familia habría recibido amenazas directas del supuesto grupo armado, sin que “las autoridades competentes de la región [les ofrecieran] protección ni ayuda a los desplazados”.

Así, tal como surge del informe de admisibilidad, el peticionario enumera una serie de desplazamientos con su núcleo familiar a raíz de constantes amenazas por el territorio colombiano que tuvieron lugar entre los años 2000 y 2006. Agrega que en diciembre de 2005 recibió amenazas telefónicas y que tuvo conocimiento de que el líder paramilitar Rodrigo Tovar Pupo –alias Jorge 40— había dado la orden de ejecutarlo. Como consecuencia de estas amenazas, en enero de 2006 se trasladó con su madre, su hermana y sus hijos menores a la ciudad de Barranquilla. Tras recibir amenazas en Barranquilla, se desplazaron hacia Bogotá en agosto de 2006.

Por todo ello, el 28 de agosto de 2006 el Sr. Galeso Morales presentó ante distintos organismos e instituciones –a saber: la Fiscalía General de la Nación, la Procuraduría General de la Nación, la Defensoría del Pueblo, la Personería de Bogotá DC, el Ministerio del Interior y Justicia, la Comisión de Paz del Senado de la República, la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional y la Policía Nacional– una denuncia sobre las continuas violaciones a los derechos humanos en su contra. Asimismo, el 15 de septiembre de ese mismo año, la presunta víctima fue incluido en el Registro Único de Población Desplazada. En esa misma fecha se le informó que su denuncia había sido remitida a la División de Inteligencia de la Policía Metropolitana de Bogotá y al Programa de Protección del Ministerio del Interior y Justicia. Sin embargo, en octubre de 2006, el Ministerio del Interior y Justicia le informó que no calificaba como parte de la población objeto del Programa de Protección previsto en la Ley 782 de 2002. A mediados de noviembre de ese mismo año recibió una nueva serie de amenazas telefónicas, que lo llevaron a refugiarse en la guarnición militar de Facatativá, en el Municipio de Cundinamarca durante diciembre de 2006 y enero de 2007. En febrero amplió su denuncia por amenazas, ante la Fiscalía General de la Nación, pero las amenazas telefónicas se repitieron en abril de ese año. Según el Informe, en enero de 2008 se habría frustrado un atentado impulsado por las “Águilas Negras” en su contra “[…] por ser defensor de derechos humanos y miembro de la ONG Humanity Foundation Colombia”, tras lo cual se trasladó a la ciudad de Riohacha en el Departamento de la Guajira. La presunta víctima alega que por causa de las reiteradas amenazas telefónicas y panfletos con amenazas de muerte, a los que se suma la presunta desaparición de otro miembro de su familia identificado como Oscar Mindiola Romero, decidió establecerse temporalmente en Venezuela. Por otro lado, en  9 de julio de 2008 presentó otra denuncia formal ante la Fiscalía y la Procuraduría General de la Nación contra el Comandante del Bloque del Meta de las Águilas Negras y contra la Agencia Presidencial para la Acción Social por presuntos vínculos con este grupo.

	Agosto de 2018
	El 24 de abril de 2017 los DPI enviaron solicitud de medidas cautelares en favor del Sr. Galeso. La solicitud fue reiterada el 25 septiembre de 2017, con documentación complementaria, ya que el representado está en riesgo de vida. La DPI Penido Machado le transmitió información por correo electrónico al Sr. Galeso Morales con orientaciones generales sobre el trámite del procedimiento de solicitación de refugio en Brasil. 
El 23 de agosto de 2017 los DPIs recibieron una comunicación del Sr. Galeso donde informa que el Estado de Colombia le concedió medidas tutelares. 

En una nueva comunicación del 22 de octubre de 2017, el Sr. Galeso informó que se estaba disponiendo a salir de Colombia ya que están asesinando a líderes y él corre peligro. 
Los DPIS no recibieron respuesta de la CIDH. De hecho, aún no han obtenido copia íntegra del expediente. 

Sobre la situación de riesgo, enviaron correo electrónico el 4 de abril de 2018, reiterado el 25 de abril, sin recibir respuesta. En fecha 8 de agosto se reiteró el pedido de información, contestando allí el Sr. Galeso que se encuentra bien. Los DPIS le solicitaron conteste específicamente sobre los puntos a informar a la CIDH. 


8. José Alejandro Reséndiz Olvera c. México
	Nombre peticionante
	José Alejandro Reséndiz Olvera (Caso 13.029. Informe de Admisibilidad No. 23/16)

	País
	México

	Defensores Interamericanos designados
	Dra. Johanny Castillo Sabari (por la Oficina Nacional de la Defensa Pública de la República Dominicana) y Dra. Yanela Romero de Pimentel (por el Instituto de la  Defensoría Pública de Panamá).

	Hechos
	Según relato del Informe de Admisibilidad N° 23/16, el caso versa sobre alegadas violaciones de los artículos 5, 7, 8 y 25 de la Convención American en conexión con su artículo 1.1, así como los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura en perjuicio del peticionario 
El peticionario relata que el peticionario alega en sus denuncias que fue el propio Ministerio Público el que, además de iniciar la investigación, hostigó al peticionario a través de la policía ministerial con seguimientos a sus desplazamientos e interrogatorios a su círculo de personas cercabas sin las formalidades exigidas por la ley. Asimismo, manifestó que cuando fue detenido en una agencia local del Ministerio Público fue obligado a desnudarse y luego torturado y forzado a declarar su coparticipación en el homicidio de su cónyuge. El peticionario sostuvo que no se inició investigación alguna al respecto precisamente porque el responsable sería el mismo Ministerio Público. Los tribunales intervinientes en la causa no se pronunciaron al respecto. Asimismo, manifestó que durante la declaración fue asistido por un “supuesto abogado que al momento no contaba con su cédula profesional expedida por la Dirección  Estatal de Profesiones, aun cuando desde el 1 de julio de 1994 obtuvo su título profesional, hecho que no le permitió contar con una defensa adecuada”. Al respecto, se observa que en su Opinión, la Coordinación Regional de América del Norte señaló que, al momento de los hechos, la legislación del Estado de Querétaro no requería cédula profesional para ser defensor de oficio.


	Agosto de 2018
	El 5 de marzo de 2018 los DPIs recibieron una propuesta de tramitación de solución amistosa, por parte de la Directora General Adjunta de la Unidad para la Defensa de los Derechos Humanos de la Secretaría de Gobernación del Estado de México –Rosalinda Salinas Duran-. Tal propuesta fue remitida –al día siguiente de su recepción- a la presunta víctima y sus familiares junto con una explicación pormenorizada de los aspectos positivos y negativos de aceptarla o rechazarla. 
En fecha 28 de abril el Sr. Reséndiz aprobó provisionalmente los términos de la propuesta. En consecuencia, el 8 de mayo se dio un primer acercamiento entre personal del Ministerio de Gobernación, el Sr. Reséndiz y su madre y hermana. Las DPIS no pudieron participar por no contar el penal con un sistema de videoconferencia. Sin embargo, pudieron tomar conocimiento de los extremos abordados por la presunta víctima y la Ministra Salinas. 

En fecha 18 de mayo las DPIS recibieron los informes médicos elaborados por la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Querétaro, donde se comprueba la existencia de torturas. Se hizo propuesta de mejora de las condiciones de detención a la Ministra Salinas. Se encuentran a la espera de respuesta. 


9. Mario Merwan Chira Alvarado y otros c. Perú 
	Nombre peticionante
	Mario Merwan Chira Alvarado y Doris Chira Alvarado (P. 1216/04) y Néstor Andrés Luyo Pérez (P. 1201/04) – Caso 12.822 (Informe de Admisibilidad N° 107/2011

	País
	Perú

	Defensores Interamericanos designados
	Dra. Lorena Padován (Asociación Nacional de Magistrados y Funcionarios de la Defensa Pública de la República Argentina) y Jorge Sales Altamirano (por el Ministerio de la Defensa Pública del Paraguay)

	Hechos
	Según relato del Informe de Admisibilidad N° 107/11, el caso versa sobre alegadas violaciones del derecho a la integridad personal (artículo 5), del derecho a la libertad personal (artículo 7), de las garantías judiciales (artículo 8), del principio de legalidad y retroactividad (artículo 9) del derecho a la protección de la honra y de la dignidad y del derecho a la protección judicial (artículo 25), reconocidos en la Convención Americana sobre Derechos Humanos y sobre alegadas violaciones a los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura en perjuicio de los peticionarios. 

Los co-peticionarios de la petición P-1216/04 relatan que el Sr. Mario Merwan Alvarado Chira fue detenido en su domicilio por miembros de la DINCOTE el 5 de enero de 1993 y que fue recluido en instalaciones de dicha dirección policial en Lima por 30 días, durante los cuales habría sido objeto de tortura para que reconociera ser integrante de Sendero Luminoso. Asimismo, sostienen que tras ser recluido en el Penal Miguel Castro Castro, el señor Chira Alvarado permaneció 8 años privado de la libertad en el Penal de Yanamayo, donde habría presentado intolerancia al frío y problemas de visión, supuestamente provocados por un golpe recibido en la cabeza mientras se encontraba en instalaciones de la DINCOTE.

Surge también del Informe de Admisibilidad que, según la información presentada, el señor Chira Alvarado fue procesado por el delito de traición a la patria y condenado a cadena perpetua por tribunales militares. Tras la anulación de dicho proceso a comienzos de 2003, de conformidad con un marco legislativo en materia de terrorismo adoptado a partir de enero de 2003, fue sometido a un juicio por delito contra la tranquilidad pública – terrorismo, siendo condenado por la Sala Penal Nacional el 11 de abril de 2006, a 24 años de prisión. El 19 de octubre de 2007 la Corte Suprema de Justicia declaró no haber nulidad en la condena y aumentó la pena a 25 años de privación de libertad.

Finalmente, los co-peticionarios destacaron que otros encausados en el mismo proceso seguido al señor Chira Alvarado ante la Sala Penal Nacional reconocieron los cargos formulados por el Ministerio Público, por lo cual recibieron una sentencia anticipada de 15 años de prisión. Manifestaron que por ser consciente de su inocencia, el Sr. Alvarado Chira no reconoció los cargos en su contra, por lo que habría sido condenado a una pena muy superior a la de sus co-procesados.
Por su parte, el peticionario Néstor Andrés Luyo Pérez (P-1201/04) relata que se encuentra privado de libertad desde el 29 de enero de 1993 por el delito de terrorismo. Surge del Informe de Admisibilidad que el Sr. Luyo Pérez alegó que fue detenido en la fecha mencionada por integrantes de la Policía Nacional del Perú y trasladado a instalaciones de la Comisaría de Sol de Oro. Posteriormente, habría sido recluido por cinco meses en los calabozos de la DINCOTE en Lima. Afirmó además que fue objeto de torturas y coacciones para que declarara ser integrante de la organización insurgente Sendero Luminoso. Indicó que en mayo de 1994 fue admitido en el Penal de Yanamayo y que en diciembre de 2002 fue transferido al Penal de Máxima Seguridad Miguel Castro Castro. El peticionario fue, en primer término, procesado por el delito de traición a la patria, siendo condenado en última instancia a cadena perpetua en agosto de 1994 por el Tribunal Supremo Militar Especial. El 17 de febrero de 2003 la Sala Nacional de Terrorismo declaró nulo dicho proceso y el 24 de febrero de 2003 el Tercer Juzgado Especializado de Terrorismo dictó auto de apertura de instrucción por el delito contra la tranquilidad pública – terrorismo. El 26 de noviembre de 2004 la Sala Penal Nacional dictó sentencia condenatoria de 30 años de prisión y el 20 de abril de 2005 la Corte Suprema de Justicia aumentó la pena impuesta a 35 años de prisión. Surge de la información presentada ante la CIDH que el Sr. Luyo Pérez había denunciado en su declaración instructiva ante el Tercer Juzgado Especializado de Terrorismo haber sido agredido por integrantes de la DINCOTE para que se autoinculpara. En dicha declaración se menciona la existencia de un certificado médico de fecha 30 de enero de 1993 en el cual se registrarían tales supuestas agresiones. 

	Agosto de 2018
	Se destaca que el 4 de enero de 2018 Mario Merwan Chiara Alvaro recuperó su libertad. 
Se pusieron en contacto con la CIDH para conocer el avance de la causa. La presunta víctima expresó preocupación por la demora en el dictado del informe de fondo. 



10.  Mauro David Álvaro Velázquez c. Perú 
	Nombre peticionante
	Mauro David Álvaro Velázquez – Caso 12.988 (Informe de Admisibilidad N° 8/15)

	País
	Perú

	Defensores Interamericanos designados
	Dra. Lorena Padován (Asociación Nacional de Magistrados y Funcionarios de la Defensa Pública de la República Argentina), Jorge Sales Altamirano (por el Ministerio de la Defensa Pública del Paraguay); Dra. Renee Mariño Alvarez (por la Asociación de Defensores de Oficio del Uruguay) y Dra. Sandra Haro Colomé (por la Asociación de Defensores Penales Públicos de Chile).

	Hechos
	El peticionario refiere haber sido detenido arbitrariamente el 4 de febrero de 1993, tras lo cual habría sido llevado a la delegación policial “El Porvenir”, donde habría sido sometido a torturas. Afirma que luego habría sido trasladado a los calabozos de la DINCOTE, donde permaneció por 33 días, durante los cuales fue nuevamente sometido a torturas, coaccionando de ésta manera que se declarara culpable de cometer actos terroristas. Según alega el peticionario, luego de esto se le habría abierto un proceso ante la jurisdicción penal militar, donde finalmente fue condenado a cadena perpetua por el delito de traición a la patria. Asegura haber sido recluido en el Penal Miguel Castro Castro, donde sufrió condiciones inhumanas de detención. 

Tras la sentencia del Tribunal Constitucional de 2003, se le abrió un nuevo proceso ante la jurisdicción ordinaria que se ventiló ante la Sala Penal Nacional, que el 16 de marzo de 2005 condenó al peticionario a 30 años de prisión. El peticionario interpuso un recurso de nulidad contra dicha sentencia, que fue resuelto el 22 de julio de 2005 por la Segunda Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema de Justicia, que dejó en firme su condena. 

El peticionario alega que fue objeto de vejámenes y actos de tortura por parte de la DINCOTE, y según consta en el expediente aportado, específicamente en la sentencia condenatoria de 16 de marzo de 2005, el peticionario alegó durante dicho proceso penal que lo declarado ante la policía en febrero de 1993 cuando fue detenido era inválido, pues había sido obtenido a partir de golpes, amenazas y haber sido introducido en un cilindro de agua sucia. 

 

	Agosto de 2018
	Se reemplazó a la DPI Alicia Margarita Contero Bastidas, por encontrarse impedida de ejercer sus funciones, por la Dra. Renee Mariño Alvarez. 
Los DPIS se comunicaron con Paulina Corominas quien informó que la causa procesalmente está lista para el dictado del informe de fondo, pues cuenta con observaciones de fondo del Estado y los peticionarios. 
El 6 de julio recibieron una comunicación de la CIDH informando que anoticiaron a los peticionarios que no tienen recursos la posibilidad de contar con representación gratuita ante la CIDH. 




11.  Cano Martínez c. Colombia 
	Nombre peticionante
	Cano Martínez – Caso 13.321 (Informe de Admisibilidad N° 12/17)

	País
	Colombia

	Defensores Interamericanos designados
	Isabel Penido de Campos Machado (por la Defensoría Pública de la Unión de Brasil) y Pilar Carla Piccininno Gómez (por la Asociación de Defensores de Oficio del Uruguay). Suplente: Javier Esteban Mogrovejo Mata (por la Defensoría Pública del Ecuador)

	Hechos
	El peticionario relata que la persecución de él y su familia comenzó en el año 2003, cuando el Bloque del Cacique Nutibara, liderado por Diego Fernando Murillo Bejarano, comenzó a amenazar a Luis Fernando Cano Martínez, reconocido líder comunitario del Municipio de San Roque que, incluso, fue Alcalde Municipal entre los años 1998 y 2000. En agosto de 2003 un grupo de hombres armados ingresó a su finca, destrozándola, y el 5 de noviembre de ese mismo año varios hombres armados secuestraron al Sr. Cano Martínez, lo asesinaron y abandonaron su cuerpo en un paraje rural, donde fue encontrado al día siguiente con tres impactos de bala. Todos estos hechos fueron denunciados oportunamente. La causa penal por el homicidio fue archivada en junio de 2004. 

Al continuar recibiendo amenazas, el grupo familiar del Sr. Cano Martínez se vio forzado a trasladarse a Bogotá. El 26 de noviembre de 2003 presentaron una denuncia por amenazas y desplazamiento que también fuera archivada. Resulta importante destacar que, al tiempo de producirse el desplazamiento, integraban el grupo familiar niños, niñas y adolescentes destinatarios, por dicha condición, de una protección especial. Asimismo, refiere que solicitaron ser incluidos en el Registro Único de Población Desplazada de Acción Social, pero la solicitud se rechazó sin la fundamentación debida.  

Sin haber recibido respuesta alguna y debido a la difícil situación que enfrentaban, transcurrido un año, algunas de las presuntas víctimas se trasladaron a la ciudad de Medellín. En el año 2006, Martín Cano Martínez fue coaccionado por hombres armados a firmar escrituras de enajenación de la finca familiar. Hecho que también fuera denunciado, sin ser esclarecido.

Si bien las investigaciones se desarchivaron en el año 2014, al tiempo de analizar la admisibilidad del caso no se había aportado información que evidenciase avances sustantivos. 

Al caracterizar tales hechos, la CIDH ha considerado admisible la petición respecto de los artículos 4, 5, 8, 17, 19, 21, 22 y 25 en relación con los artículos 1.1. y 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Por el contrario, la ha considerado inadmisible respecto de los artículos 11 y 24 de dicho instrumento, por considerar que el peticionario no ha ofrecido alegatos o sustento para su presunta violación.

	Agosto de 2018
	El 11 de julio de 2018 la Secretaría Ejecutiva de la AIDEF comunicó la designación a la CIDH y a los respectivos DPIS, informándose los datos de contacto con los que se contaba. Las DPIS tomaron contacto inicial con el representado, recibieron la documentación que les remitiera la Secretaría Ejecutiva de la AIDEF y la propia presunta víctima y solicitaron el expediente completo a la CIDH. Se encuentran a la espera de esto último. 


